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El Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA) entró en vigencia en 
Colombia desde marzo del año 2007, de manera gradual. Su proceso de implementación por 
las distintas regiones del país estuvo dividido en seis fases, hasta diciembre del año 2009, 
cuando se consideró oficialmente realizado en todo el territorio nacional; para el caso del 
municipio de Pereira se dio en la Fase II implementado el 1 de octubre de 2008 (Procuraduría, 
2012, p.38). Junto con el SRPA, entraron en vigencia los principios de la Justicia Restaurativa 
(JR) que lo sustentan, como también, los desafíos que como sociedad se siguen presentando 
para la comprensión en su aplicación, en especial con los cuestionamientos de su efectividad 
en la reparación a las víctimas de los adolescentes en conflicto con la Ley penal. 
 
    Frente a esta innovadora y desafiante forma de hacer justicia, la academia no puede ser 
ajena a su análisis, por lo que dentro de su complejidad y diferentes actores, se contempla en 
el presente trabajo a la víctima como interviniente especial y la aplicación del elemento 
reparación en el contexto de la justicia restaurativa, propio del SRPA en el municipio de 
Pereira, para el periodo comprendido entre los años 2012 y 2017; partiendo de la premisa 
contemplada en el Código de la Infancia y Adolescencia (artículo 140, Ley 1098 de 2006) en 
la que el proceso debe garantizar éste tipo especial de justicia, incluir la verdad y la reparación 
del daño; pero a su vez las autoridades judiciales privilegian el interés superior del menor en 
conflicto con la Ley Penal, a través de los diferentes mecanismos y principios de la protección 
integral del menor de edad. 
 
   Justamente, en el transcurso de la presente investigación, desarrollada en el marco de la 
Maestría en Derecho Penal del programa de Derecho de la Universidad Libre de Pereira, se 
podrá exponer, cómo desenvuelve la judicatura del municipio de Pereira, la interacción entre 
los derechos del adolescente infractor, prima face bajo el interés superior del menor de edad, y 
los derechos de las víctimas, siendo la reparación integral, entendida en sus diferentes 




y víctima; donde se conjugan variables que inciden en la aplicación efectiva de la reparación y 
la injerencia de las condiciones socio económicas del adolescente en conflicto y sus 
representantes legales para materializar la justicia en el incidente de reparación integral. 
 
    Para la interpretación de los datos y hechos observados (Gadamer, 1999), se aborda el 
objeto de estudio, indagando por los contenidos de la reparación integral (moral, individual y 
colectiva) en el SRPA, identificando el alcance de la reparación en el contexto restaurativo y 
relacionando el rol de la víctima desde el ámbito procedimental, descifrando el significado 
detrás del bajo número de incidentes de reparación integral registrados en los Juzgados 
Primero y Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de 
Pereira.  
 
Para lograr dilucidar el contexto del tema, el trabajo de investigación apoya sus 
deducciones y discusión en autores como Angulo González (2006), Avella Franco, (2007), 
Avellaneda & Arguello (2013), Castaño Mesa (2007), Duque Rubio & Ospina Muñoz (2016), 
Ferrajoli (1995), Llobet Rodríguez (2005), Rivera Beiras (2005), entre otros, así como los 
lineamientos institucionales del ICBF (2016) para la ruta de actuaciones en el restablecimiento 
de derechos y las directrices del Ministerio de Justicia (2015) en el tratamiento del SRPA. 
 
Es de advertir que la reparación de las víctimas desde el componente material se supedita al 
infractor de la ley penal, el cual en el contexto del adolescente en condiciones de 
vulnerabilidad, generalmente no son las mejores por lo que se dificulta la satisfacción de este 
componente, lo que no es óbice para que se den los demás elementos que generen tranquilidad 
en la sociedad y que la institucionalidad realice un seguimiento a las sanciones impuestas por 
el SRPA, la pertinencia de los recursos pedagógicos, específicos y diferenciados que rigen 




1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA. 
 
 
La expedición de la Ley 1098 de 2006, Código de la Infancia y la Adolescencia modifica la 
concepción que tenía el derecho penal de los menores de edad que infringían la ley penal. 
Durante la vigencia de las Leyes 98 de 1920 y 83 de 1946 y del Decreto 2737 de 1987, se 
consideraba que las trasgresiones de la norma penal que desarrollaran los adolescentes no eran 
punibles, se les concebía como inimputables. Las disposiciones anotadas no diferenciaban 
entre el menor en condiciones de vulnerabilidad (abandono, peligro físico, moral, etc.) y 
aquellos que contravenían el Código Penal, por lo que las medidas aplicables a estos menores 
consistían en asistencia y protección. Con la entrada en vigencia de la Ley 1098 de 2006 se 
adopta un modelo diferenciado y responsabilizante para los adolescentes en conflicto con la 
ley penal, basado en los principios de la justicia restaurativa. (Caro Cuartas, 2015) 
 
El proceso penal juvenil por las características particulares de los sujetos en contra de quien 
se dirige, ha generado una tendencia relacionada con el análisis de la situación del menor 
infractor (Rivera Beiras, 2005), de las medidas que desde la óptica terapéutica deben tomarse 
para hacer frente a esta situación (ICBF, 2016), así como las sanciones diferenciadas que 
habrán de aplicarse en este contexto (Minjusticia, 2015); incluso se contemplan las 
implicaciones en términos políticos del aumento de la delincuencia juvenil, ello en virtud a 
que la misma podría considerarse una respuesta al abandono del Estado frente a algunas de las 
cargas que tiene para con sus gobernados. Sin embargo, en este devenir poco se hace 
referencia a la situación de uno de los actores principales en el proceso penal, la víctima. 
 
En la Resolución 2005/35 del 19 de abril de 2005 las Naciones Unidas se ocupan de definir 
el concepto víctima (sic): 
 
[…] se entenderá por víctima a toda persona que haya sufrido daños, individual o 
colectivamente, incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdidas 
económicas o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como 




normas internacionales de derechos humanos o una violación grave del derecho 
internacional humanitario. Cuando corresponda, y en conformidad con el derecho 
interno, el término “víctima” también comprenderá a la familia inmediata o las 
personas a cargo de la víctima directa y a las personas que hayan sufrido daños al 
intervenir para prestar asistencia a víctimas en peligro o para impedir la victimización. 
9. Una persona será considerada víctima con independencia de si el autor de la 
violación ha sido identificado, aprehendido, juzgado o condenado y de la relación 
familiar que pueda existir entre el autor y la víctima. (Naciones Unidas, 2005) 
 
Por su parte en la Resolución 40/34 del 29 de noviembre de 1985, se reconoce a la víctima 
como sujeto de derechos y se ponen de presente las obligaciones que se generan para con las 
mismas (sic): 
 
4. Las víctimas serán tratadas con compasión y respeto por su dignidad. Tendrán 
derecho al acceso a los mecanismos de la justicia y a una pronta reparación del daño 
que hayan sufrido, según lo dispuesto en la legislación nacional.  
5. Se establecerán y reforzarán, cuando sea necesario, mecanismos judiciales y 
administrativos que permitan a las víctimas obtener reparación mediante 
procedimientos oficiales u oficiosos que sean expeditos, justos, poco costosos y 
accesibles. Se informará a las víctimas de sus derechos para obtener reparación 
mediante esos mecanismos. (Naciones Unidas, 1985). 
 
En el ordenamiento interno Colombiano, que guarda identidad con los postulados jurídicos 
internacionales anteriores, si bien es cierto el SRPA (Ley 1098 de 2006) y la política de 
prevención de la delincuencia juvenil, desde un enfoque de justicia restaurativa que incluye 
procesos pedagógicos, específicos y diferenciados de los adultos, para la garantía plena y 
permanente de los derechos de los adolescentes y jóvenes en conflicto con la ley, también lo 
es que como modelo de justicia comporta el reconocimiento del delito como agente dañino y 
generador de conflicto social, acepta la existencia de daños que deben ser reparados, todo ello 
a partir de una participación activa de víctima y victimario en la construcción de las salidas a 




este tipo de justicia se articula de manera efectiva los derechos de la víctima, pues la razón de 
ser de la justicia restaurativa es “la reparación de dichos daños, a la vez que permite que las 
partes involucradas participen en el proceso”. (Consejo Superior de la Judicatura, 2010, p. 
31). 
 
La reparación se torna desde la óptica de los derechos reconocidos a las víctimas y desde 
los postulados de la justicia restaurativa, en uno de los componentes principales del proceso 
penal juvenil. No como una cuestión facultativa, sino que desde la perspectiva de los 
instrumentos internacionales debe materializarse a partir de las acciones de las autoridades 
públicas que intervienen en este proceso especial. En este sentido se plantea la siguiente 
formulación del problema. 
 
 
1.1 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
¿Cuál ha sido la aplicación del elemento reparación en el contexto de la justicia 
restaurativa, propia del sistema de responsabilidad penal para adolescentes del municipio de 






La justicia restaurativa y su elemento de reparación a las víctimas aplicado en el sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes, ha resultado inoperante en el municipio de Pereira 
para el periodo comprendido entre 2012 - 2017. 
 
La presente hipótesis, como proposición sujeta a verificación en la realidad jurídica, ceñida 
a la aplicación de los postulados de la justicia restaurativa, lleva implícito desde la misma 
concepción gramatical una compensación o desagravio por el daño u ofensa infligidos, y 




avance para con las víctimas en Colombia, producto del desarrollo jurisprudencial a partir de 
la Sentencia C-228 de 2002 de la Corte Constitucional, en el sentido de reconocer que la 
víctima o perjudicado con un delito no solo tiene derecho a la reparación económica de los 
perjuicios, como venía ocurriendo frente a la parte civil, sino que, además tiene derecho a que 
a través del proceso penal se establezca la verdad y se haga justicia, es decir, acciones que 
propendan la restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción; y las garantías de no 
repetición de las conductas. 
 
En ese orden de ideas, como proposición de carácter afirmativo, se plantea la hipótesis con 
la finalidad de llegar a explicar hechos o fenómenos que caracterizan o identifican el objeto 
del conocimiento, para el cual se tiene como objetivo analizar el elemento reparación en el 
contexto de la justicia restaurativa propia del sistema de responsabilidad penal para 
adolescentes del municipio de Pereira, en el período comprendido entre 2012 - 2017 y su 






El estudio del rol de la víctima en el marco de los procesos penales, sea ordinario o 
diferenciado, constituye una obligación para quienes se precian de pertenecer al mundo del 
derecho. Las exigencias del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho 
Internacional Humanitario, imponen a los Estados la obligación de revisar las medidas 
adoptadas en el marco de los procesos para materializar los derechos de las víctimas. 
 
Este imperativo del derecho internacionalmente aceptado, se contrapone a derechos de 
igual o mayor entidad cuando el victimario es un adolescente infractor, en el cual a efectos de 
procurarle a éste un trato diferenciado, garantizándole el acceso a un proceso 
responsabilizante, pero a la vez educativo (SRPA), se torna de difícil comprensión y de 
participación real y efectiva de la víctima; el énfasis o acento se realiza en el adolescente 




de las razones por las cuales es importante abordar el tema y dilucidar los puntos de inflexión 
(intervinientes, sistema, entre otros). 
 
Aquí impera pues una tensión entre los derechos del adolescente infractor y los derechos de 
las víctimas, por lo que resulta útil y pertinente entender no solo las normas que rigen el 
procedimiento (Código de la Infancia y la Adolescencia, Ley 906 de 2004), sino también el 
entorno en que intervienen los sujetos procesales y la institucionalidad, llámese judicatura, 
ICBF, centros de resocialización, incluso la familia y la sociedad misma, pues todos ellos 
están obligados constitucionalmente a actuar solidariamente (CP. Artículo 44 inc.2), y es allí 
donde la aplicación efectiva de la reparación de las víctimas genera inquietudes que son 
necesarias afrontar desde la academia, solo por poner un ejemplo, entender la reparación más 
allá del componente material, ya que en la mayoría de los casos se supedita a las condiciones 
socio económicas del infractor de la ley penal, el cual en el contexto del adolescente infractor 
generalmente no son las mejores, ni por sí mismos, ni por sus representantes legales, por lo 
que se dificulta la satisfacción de este componente. 
 
Este proceso investigativo, necesariamente permite hacer un proceso de retroalimentación 
frente a la aplicación de la reparación integral en el SRPA, la conjugación de actores y el 
deber ser del sistema, sus aciertos y desaciertos en la población objeto de estudio y muestra 
representativa – estudio del caso - que avalan el porqué del proyecto, siempre con miras a 
fortalecer el conocimiento jurídico de la población en general y que el lector pueda con 
















3.1 OBJETIVO GENERAL 
 
 Analizar la aplicación del elemento reparación en el contexto de la justicia restaurativa 
propio del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes del municipio de Pereira en el 
período comprendido entre 2012 y 2017. 
 
3.2 OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
- Indagar por los contenidos de la reparación (moral, individual y colectiva) a partir del 
Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, del municipio de Pereira en el 
período comprendido entre 2012 y 2017. 
 
- Identificar la trascendencia de la reparación en el contexto restaurativo propio del Sistema 
de Responsabilidad Penal para Adolescentes, del municipio de Pereira en el período 
comprendido entre 2012 y 2017. 
 
- Establecer el rol de la víctima en el SRPA, desde el ámbito procedimental, en el municipio 
de Pereira en el período comprendido entre 2012 y 2017. 
 
 
4. MARCO DE REFERENCIA. 
 
4.1 MARCO HISTÓRICO             
 
Parafraseando a Muñoz (2008), resulta oportuno indicar que el referente histórico de 
reconocimiento a los menores de edad en la estructura social, data de la época de los 
enciclopedistas (siglo XVI); la identificación del niño y adolescente como categoría dentro de 




7 años, no hablante); puerilidad (7-14 años, es grande para engendrar); juventud (21-45 
años, época de mayor vigor); vejez (45-70 años, serio) y decrepitud (70 años, caprichos por 
no razonar bien) – p.34 -. 
 
Seguidamente, el mismo autor hace alusión a la evolución del concepto de niño y su 
vínculo con la noción de menor, donde se establecía la siguiente dicotomía:  
 
[…] por niño se entiende todo aquel que cuenta con las condiciones básicas de 
desarrollo (familia, escuela y salud), y por menor aquel que no goza de ellas y por ende 
se encuentra en una situación regular que lo hace potencialmente un delincuente.   En 
ese sentido, el menor se convierte en objeto de cuidado y de protección de las políticas 
públicas (Muñoz, 2008, p.35). 
 
Lo anterior es la base que permite indicar la necesidad de la sociedad para tratar de 
controlar el tema de los menores en el contexto de sus conductas comportamentales, 
preocupación constante a través del tiempo: 
 
En las primeras décadas del siglo XX en especial con la crisis de los años treinta, las 
condiciones sociales generan un aumento de los niños en situación irregular, al tiempo 
que aumenta la preocupación por desarrollar mecanismos sociales que permitan 
controlarlos.  Fue así como se desarrollaron, en el mundo entero, los tribunales de 
menores, para el control de los niños en situación irregular, en especial de los menores 
abandonados- delincuentes.   Para estas doctrinas la categoría más importante fue la de 
menor en situación irregular; y de ahí que se les conozca con este nombre.  En ellas el 
menor fue concebido con objeto de tratamiento y no como sujeto de derecho. 
 
Estas concepciones del niño y del menor perduraron por largo tiempo, en medio del 
desarrollo de la doctrina de la situación irregular, hasta que se proclama la concepción 
del niño como sujeto de derechos. La situación de la consideración del niño como objeto 
de tratamiento es el resultado de un largo proceso que parte de la declaración universal de 
los derechos humanos de 1948, concibe a todos los seres humanos- sin excluir a los 




tiene su punto de no retorno en la convención internacional de los derechos del niño en 
1989, en la cual se les considera como sujetos plenos de derecho. (Muñoz, 2008, p.35) 
 
En ese orden de ideas, conviene recordar en términos generales la escuela clásica y las 
primeras orientaciones comprensivas de la cuestión criminal y lo descrito por Ferrajoli (1995) 
“como el punto de este tránsito del Antiguo Régimen a la Modernidad, que estuvo 
acompañado - en el orden penal - del nacimiento de los grandes principios garantistas 
reivindicados, primero, como principios de derecho natural y, posteriormente, en una versión 
utilitarista y secularizada: la estricta legalidad, el carácter subsiguiente al delito de la pena, la 
lesividad, la exterioridad y la culpabilidad de la acción criminal, la jurisdiccionalidad y la 
carga de la prueba” (Ferrajoli, 1995, p. 260). 
 
Es así como, con respecto al nacimiento de una justicia penal de y para los jóvenes, Rivera 
Beiras (2005), referenciando otros autores, señala que tampoco puede pasarse por alto que la 
problemática planteada no puede identificarse homogéneamente en todo lugar y en cualquier 
periodo histórico y aclara (sic): 
 
En efecto, ha de señalarse, en primer lugar, que lo que hoy identificamos como niño, 
adolescente o joven, traduce la construcción de una categoría social que no existió 
siempre (Baratta 1998). El mundo antiguo, la Edad Media e, incluso, los albores de la 
Modernidad (a finales del siglo xviii), no conocieron la categoría social de la minoridad. 
El niño afrontaba muy tempranamente responsabilidades adultas y su incorporación al 
mundo adulto (ya sea en el ámbito recreativo, familiar, o en el de la producción agrícola) 
se verificaba muy pronto. En un contexto semejante, cabe afirmar que la duración de la 
infancia era notoriamente breve, a lo sumo podía extenderse desde los primeros años de 
vida - sumamente frágiles - hasta su rápida y temprana incorporación al mundo laboral. 
Sólo a partir de ese momento el niño/ joven comenzaba a importar un poco más, es decir, 
en la medida o en función de su «aporte», de su fuerza de trabajo que pasaba a contribuir 
al sostenimiento económico de una unidad familiar, generalmente. Una situación de tal 
tipo puede decirse que, aproximadamente, se mantendrá hasta entrado el siglo XIX, 
época en la cual comenzó a verificarse una separación del mundo de la infancia del 





Se evidencia como el autor – Rivera Beiras - hace referencia a diferentes autores que 
confluyen en la misma idea sobre las características del menor en formación, que por 
diversas circunstancias ingresa al mundo adulto y por ende inmerso en situaciones propias 
del control jurídico penal.  
 
En efecto, los sistemas de justicia atribuían una responsabilidad por igual y, aunque 
marcaran ciertas diferencias, puede afirmarse que las instituciones penitenciarias recibían 
adultos y niños, con las tan difundidas imágenes de abusos que se producían en su 
interior fruto de semejante tipo de convivencia. 
Este tipo de control jurídico penal fue construyéndose con una característica especial y 
que, como dato para la reflexión, puede decirse que constituye un elemento estructural de 
la justicia minoril que persiste, claro que, con diferencias, hasta la actualidad: la ambigua 
naturaleza de una intervención nacida entre pretensiones tutelares y realidades punitivas 
(Rivera Beiras 2005, p.98). 
 
El mismo autor (Rivera Beiras, 2005), hace alusión a que más allá de las prescripciones 
normativas y de la aparición de los primeros tribunales para menores, se destaca como surgen 
las bases ideológicas de una justicia penal de y para los menores, separada de la justicia penal 
de y para los adultos en la segunda mitad del pasado siglo, en los Congresos Penitenciarios 
Internacionales (tanto los de EE.UU. como los de Europa) en el seno de cuyos debates se 
sentaron los pilares político-criminales, de esta nueva forma de control formal para los 
jóvenes, con debates doctrinales donde emergieron con fuerza los postulados del positivismo y 
correccionalismo decimonónicos, que sentaron las bases de la pretensión científica de abordar 
el problema de la desviación y de la criminalidad. Allí fueron abordadas cuestiones decisivas 
tales como los tipos de arquitectura penitenciaria; entre ellas: el régimen y las primeras formas 
de tratamiento penitenciario de la criminalidad, la justificación de penas y de medidas de 






El andamiaje ideológico que proporcionó el positivismo criminológico y las bases 
científicas de una nueva forma de intervención penal sobre los jóvenes, Jiménez de Asúa 
(1965) las sintetiza en los siguientes presupuestos: 
 
• El objeto de estudio se desplazó del delito al hombre delincuente (nacía una 
Criminología que buscaba desentrañar las causas individuales del comportamiento 
desviado y/o criminal dando lugar al llamado «paradigma etiológico de la criminalidad»); 
• Se pasó a la negación consecuente del libre albedrío y a su sustitución por un más o 
menos rígido determinismo mecanicista; 
• Las causas individuales de la criminalidad, sobre todo a partir de la Scuola positiva 
italiana, quedarían identificadas en base a factores o disturbios biológicos, psicológicos o 
sociales; 
• La responsabilidad individual fue sustituida por el concepto de «peligrosidad» como 
nuevo fundamento de la reacción penal; 
• Semejante reacción, entonces, debió tener un carácter terapéutico: las penas debieron 
ser sustituidas por medidas de seguridad, como «medicina del alma»; 
• A partir de allí, será clásico ya el binomio «culpabilidad/pena»; «peligrosidad/ medida 
de seguridad»; 
• Su duración se recomendará como indeterminada; 
• Esta nueva ideología encontró en el campo minoril (y en otros) un fértil campo de 
experimentación. (p.102) 
 
“Se observa entonces, que la tendencia establecida en el siglo pasado es de carácter 
paternalista y asistencialista de modelos protectores y tutelares en el marco de acción penal 
sobre los niños y jóvenes, pero que a su vez el modelo tutelar o de la protección, comportó la 
más absoluta desprotección de los menores frente al ius puniendi del Estado” (Rivera Beiras, 
2005, p.105) 
 
En Colombia, y después de la promulgación de la Convención General de los Derechos del 
Niño en 1989, que consolida el sentido proteccionista de esta población vulnerable, se 




a parte del derecho privado y de familia, llamado Código del Menor (Decreto 2737 de 1989); 
en la que se reconoció que los menores - como eran nombrados en esa época, no sólo en 
Colombia sino en general en las legislaciones de América Latina y el Caribe -, que 
protagonizaran situaciones irregulares (abandono, carencia de familia, comportamientos 
desviados) debían ser acogidos en programas organizados por el Estado para su protección. 
 
Con la Constitución Política de 1991, se marca un hito especial para la defensa y garantía 
de los derechos humanos de los niños, las niñas y los adolescentes, definiendo un nuevo 
ordenamiento político y jurídico (Estado Social de Derecho) y se sanciona la Ley 12 de 1991, 
que acoge las disposiciones de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño de la 
Naciones Unidas en la legislación interna, y por la cual se debió reformar el Código del Menor 
-Decreto 2737 de 1989-, con el fin de ajustarse a la regulación internacional, desembocando 
en lo que hoy se conoce como Ley 1098 de 2006 - Código de Infancia y Adolescencia -, que 
contiene elementos dogmáticos que limitan o condicionan la forma en que debe ser tratada la 
población infantil y juvenil a partir de su reconocimiento como sujetos de derechos. 
 
4.2 MARCO TEÓRICO 
 
4.2.1 El derecho penal de los menores de edad. 
 
Teóricos ya referenciados anteriormente como Rivera Beiras (2005), en su obra política 
criminal y sistema penal: viejas y nuevas racionalidades punitivas, bajo la concepción de la 
prevención especial positiva, cita a Jakobs (1985), indicando que uno de los principales casos 
en los que se aplica este tipo de prevención especial es en el tratamiento preventivo de 
aquéllos en que resulta verosímil, tanto la educabilidad como un déficit de educación, 
concretamente: el tratamiento de jóvenes y adolescentes. Por ello, señala que el autor alemán, 
afirma que el Derecho penal juvenil es el reino de la prevención especial, agregando 
seguidamente que, su sustitución por medidas no punitivas es una consecuencia preventiva 
especialmente conveniente, pero sólo si el déficit educativo se pone de manifiesto claramente 
y cabe solucionarlo en la práctica, pues de lo contrario también el Derecho penal juvenil se 





Cuello Contreras (2001) dice que la definición del contenido y los fines del derecho penal 
de menores en España, que guarda identidad con Colombia, debe efectuarse atendiendo en 
cualquier caso a la necesidad de dar una respuesta adecuada a algunas de las críticas que se 
han dirigido contra el mismo, es decir, con respecto a la ineficacia en términos preventivo-
especiales, incluyendo los efectos perversos del sistema, al ponerse de manifiesto unas altas 
cuotas de reincidencia de los menores sometidos al derecho penal, que serían superiores a las 
de los menores que, habiendo cometido hechos delictivos, no estuvieron sujetos a medidas 
penales (p.33).  
 
Este inquietante dato sugeriría en apariencia una posible contribución del sistema penal de 
menores al desarrollo de la carrera criminal e invitaría, cuanto menos, a una drástica reducción 
de la intervención penal ante la delincuencia juvenil, dado el carácter habitualmente transitorio 
y asociado a la evolución de la personalidad de los comportamientos antisociales producidos 
durante la adolescencia (Tamarit Sumalla, 2001). 
 
Jiménez Marín (2009) al referirse en términos generales a la legislación penal de menores, 
abordado desde la ideología tutelar a la protección integral, en donde el tratamiento jurídico 
penal del menor cambia junto con el paradigma de los menores como objeto de la compasión 
(represión a la infancia – adolescencia) como sujeto pleno de derechos, es decir, la ideología 
tutelar orientadora, y que se vio reflejado de manera clara en el tratamiento jurídico penal del 
menor, dada su consideración como un sujeto incapaz de comprender o de autodeterminarse a 
actuar conforme a derecho en razón de su edad, para lo cual se recurrió a la noción de 
imputabilidad (p.4,5). 
 
Es así como la misma autora, citando a Ibañez (1986), González Zorilla (1983) y 
Sotomayor (1993) observa el problema en términos de la imputabilidad e inimputabilidad y 
por consiguiente reflejado en el tema de la culpabilidad: 
 
De acuerdo con el derecho penal de culpabilidad propio de los postulados clásicos, sólo 




responsabilidad penal. Por esta razón, dado que el inimputable no actúa de forma 
culpable, queda por fuera del sistema de responsabilidad (y de garantías) propio del 
derecho penal de culpabilidad. Es así como revive el derecho penal de autor, donde hay 
que revisar la peligrosidad del inimputable, pues si es del caso se le podría aplicar una 
medida de seguridad que podría ser el internamiento, que para el caso de los menores 
tiene una finalidad terapéutica o tutelar. 
(…) 
Por consiguiente, no se puede afirmar que el inimputable se encuentre excluido del 
derecho penal, como a veces se dice, sino más bien del derecho penal de culpabilidad, 
pues su consideración como inimputable en realidad genera su asignación a otro sistema 
igualmente punitivo, pero sin las limitaciones al menos formales propias del derecho 
penal ordinario, como son, entre otros, el principio de legalidad y el principio de 
proporcionalidad.  
(…) 
De esta manera se produce una especie de bifurcación del sistema penal: por un lado el 
derecho penal de culpabilidad, el cual presupone la imputabilidad del individuo y en el 
cual encuentran plena vigencia los principios liberales que limitan la intervención 
punitiva estatal, tales como el de legalidad, proporcionalidad, humanidad, defensa, etc.; 
por otro, para los inimputables, es decir, para los “incapaces de culpabilidad”, se crea un 
sistema penal fundado ya no en la filosofía de las garantías liberales sino en los 
principios de la defensa social: prevención especial, peligrosidad, medidas de seguridad, 
sentencias indeterminadas, etc. (Jiménez Marín, 2009, p.6) 
 
Desde estos aspectos entonces, también la justicia penal juvenil tiene sus bases en los 
postulados de la ideología positivista, asignándose las medidas aplicables a los menores con 
una finalidad supuestamente no penal sino tutelar o de protección, en contraposición de las 
garantías penales tradicionales.  
 





[…] logra transformarse con la doctrina de la protección integral, en la cual surge la 
categoría jurídica del niño y el adolescente infractor, que, por lo tanto, sólo puede ser 
juzgado por la trasgresión de la ley y que: se le haya imputado dicha violación, se le 
haya realizado un debido proceso y se le hayan respetado las garantías procesales (p.7). 
 
La doctrina referenciada guarda identidad con el Decálogo para una justicia penal de 
menores equitativa y eficaz, propuesto por el Grupo Interinstitucional sobre Justicia Juvenil 
(IPJJ) integrado por 13 organismos de las Naciones Unidas que participaron activamente en la 
justicia juvenil, en el marco de la Reforma Penal Internacional (RPI), dedicada a la reforma de 
la justicia penal en todo el mundo, que en su parte introductoria sugiere:  
 
[…] todo sistema de justicia penal de menores debería ser acorde con las normas 
internacionales, promover el bienestar del menor de edad y dar una respuesta 
proporcionada a la naturaleza del delito, teniendo a su vez en cuenta las características 
individuales del niño o niña. Debería tener por objeto prevenir la delincuencia, tomar 
decisiones en el mejor interés del menor de un modo equitativo y adecuado a su 
desarrollo, abordar las causas básicas del delito, y procurar la rehabilitación y la 
reinserción de los menores de edad a fin de que puedan desempeñar un papel 
constructivo en la sociedad en el futuro. En la medida de lo posible, debería tratar los 
delitos cometidos por menores de edad fuera del sistema formal de justicia penal (IPJJ, 
2012, p.1). 
 
En Colombia, justamente con la Ley 1098 de 2006 se responde a los compromisos 




4.2.2 El menor en condiciones de vulnerabilidad. 
 
La Cumbre Judicial Iberoamericana, dentro del marco de los trabajos de su XIV edición 




personas en condición de vulnerabilidad, y en su capítulo I Preliminar sesión 2 - 1, define 
claramente el concepto de las personas en situación de vulnerabilidad: 
 
[…] (3) Se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas personas que, por razón 
de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, 
étnicas y/o culturales, encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante 
el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico. (4) Podrán 
constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la 
pertenencia a comunidades indígenas o a minorías, la victimización, la migración y el 
desplazamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad. 
La concreta determinación de las personas en condición de vulnerabilidad en cada país 
dependerá de sus características específicas, o incluso de su nivel de desarrollo social y 
económico (p.3). 
 
Se observa entonces que desde el ámbito internacional las variables edad, privación de la 
libertad y los niveles de desarrollo social y económico generan condiciones de vulnerabilidad, 
que para Wielandt (2005) son una muestra de debilidad del Estado, reduciendo su tamaño de 
acuerdo a la política neoliberal que lleva adelante y se ve impotente ante los problemas 
sociales (p. 16). El mismo autor expone que en marco de escenarios de postconflicto se 
presenta una problemática bastante compleja por la gran cantidad de ex combatientes 
desocupados, los cuales tienen habilidades militares y muchos de ellos, la ejercen inmersos en 
la violencia social o en el crimen organizado. En otras palabras, los factores asociados al 
crimen organizado como el tráfico de drogas (Moser & Winton, 2002), tráfico de armas, y su 
relación con los menores los sitúa en alto riesgo de involucrarse criminalmente. 
 
La Unicef (2002) llama a estas situaciones político – sociales circunstancias especiales, a 
veces transitorias, donde la Convención de los Derechos de la Niñez convoca a diseñar y 
aplicar medidas de protección especial, de tipo judicial, educativo o asistencial, orientadas a 
restituir los derechos vulnerados y a garantizar el pleno disfrute de los bienes y servicios 
sociales a quienes han sido excluidos, justamente por causa o con ocasión de maltrato, 




trabajo infantil, el conflicto armado y el desplazamiento forzado, los secuestros y 
desapariciones, la infracción a la ley penal por parte de niños y adolescentes, la vinculación de 
niños, niñas y adolescentes a los grupos armados (p.37), que en general es lo que la nación 
debe resolver sobre los problemas de la infancia si quiere ser exitosa en su lucha por alcanzar 
el verdadero desarrollo (Unicef, 2002, p.2). 
 
Castaño Mesa (2007) con el apoyo del Departamento Nacional de Planeación, en su 
investigación titulada una aproximación a la vulnerabilidad, advierte sobre la evolución de la 
vulnerabilidad en los menores de edad, asociada a la pobreza, y citando a Dercon (2005) y 
Mosser (1998) la definen según el grado en el cual un hogar o individuo sufre o puede sufrir 
de uno o más episodios de pobreza o la persistencia de esta, experimentando una privación 
fundamental, es decir, la carencia de las capacidades básicas o esenciales para su bien-estar; 
estos riesgos tienen importantes implicaciones en las condiciones de vida de las personas, 
incluyendo los menores de edad y los hogares, que con el propósito de prever el riesgo, toman 
decisiones como por ejemplo diversificar sus medios de vida (v. gr. buscar varias fuentes de 
ingresos); dedicarse a actividades que eviten mayores problemas de privación para sobrevivir 
o mantener un nivel de vida (p.8), lo que aumenta el nivel de riesgo del menor de ser 
utilizados por organizaciones criminales y/o la comisión de delitos.  
 
4.2.3 El proceso penal juvenil. 
 
En el marco histórico descrito en líneas anteriores se establecen presupuestos 
internacionales para el proceso penal juvenil actual, a partir de La Convención sobre los 
Derechos del Niño y las Reglas de Beijing para la Administración de Justicia de Menores, 
como una justicia especializada para juzgar a las personas menores de 18 años. Esta Justicia 
especializada debe contar con recursos institucionales que permitan una intervención 
interdisciplinaria para poder determinar medidas o salidas alternativas a la sanción privativa 
de la libertad (Unicef, 2012, p.1).  
 
La justicia penal adolescente reconoce los derechos y garantías del debido proceso a los 




la ley penal. A fin de dar una mayor protección a los adolescentes, estos derechos y 
garantías son reconocidos con mayor intensidad, por ejemplo, el proceso debe tener un 
plazo de duración más breve. Ahora bien, lo que verdaderamente caracteriza al sistema 
penal juvenil es que la sanción penal debe tener preponderantemente una finalidad 
educativa y de inserción social, propiciando que el adolescente repare el daño causado, 
realice actividades comunitarias o se capacite profesionalmente y sólo frente a la 
comisión de delitos graves se aplique la pena privativa de la libertad como último recurso 
y por el tiempo más breve posible (Unicef, 2012, p.1). 
 
Según Piero Calamandrei (1945), citado por Cárdenas Ávila (2009),  el proceso penal 
referido a menores, adolescentes, es el conjunto de actos que, a través de procedimientos 
especiales, va a permitir el pronunciamiento de una decisión jurisdiccional acerca de la 
participación que ha tenido el adolescente en el evento delictivo y si resulta culpable, la 
imposición de la medida socioeducativa proporcional a la gravedad del hecho, teniendo en 
consideración el principio del “interés superior del niño y el derecho de la sociedad a ser 
protegido”. 
 
Linares Cantillo & Quijano (2006) en la exposición de motivos sobre la ley para la infancia 
y la adolescencia en Colombia, advierten en el marco de los antecedentes y el tema específico 
de la responsabilidad penal, que el tema fue objeto de discusión acogiendo lo descrito en 
Sentencia C-203 de 2005 (Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa), donde se 
establecen unas pautas constitucionales e internacionales mínimas: 
  
En el procesamiento penal de menores de edad, se han de seguir en forma estricta las 
pautas constitucionales e internacionales mínimas que están consagradas en (i) el artículo 
44 de la Carta Política, (ii) las Reglas de Beijing o “Reglas Mínimas de las Naciones 
Unidas para la Administración de la Justicia de Menores”, (iii) en los casos excepcionales 
en que ello sea pertinente, por encontrarse el menor de edad privado de la libertad, las 
Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de la 
Libertad, (iv) la Convención sobre los Derechos del Niño, (v) el Pacto Internacional de 




trata de parámetros de obligatorio cumplimiento dentro del ordenamiento jurídico 
colombiano, por mandato expreso del artículo 44 Superior, de conformidad con el cual 
los niños son titulares de la totalidad de derechos consagrados en instrumentos 
internacionales a su favor. Dichos parámetros han de obrar, a la vez, como criterios 
obligatorios de interpretación de las normas infraconstitucionales vigentes en nuestro 
país. 
 
Destacan entonces Linares Cantillo & Quijano (2006) que el menor por su condición de 
sujetos de especial protección, su responsabilidad como infractor a la ley penal está sujeta al 
cumplimiento estricto de ciertos principios claves, a saber:  
 
(i) los principios de diferenciación y especificidad de las leyes, órganos, objetivos, 
sanciones y modo de actuación propios del sistema de justicia de menores, que debe estar 
orientado hacia la promoción de su bienestar, su tutela y la garantía de proporcionalidad 
entre el hecho y la respuesta institucional; (ii) el principio de la finalidad tutelar y 
resocializadora de las medidas que se han de imponer a los menores de edad como 
consecuencia de su responsabilidad penal, principio que conlleva la proscripción de un 
enfoque represivo en su tratamiento jurídico-penal; y (iii) el principio de la promoción del 
interés superior de cada menor de edad involucrado en la comisión de hechos punibles, y del 
respeto de sus derechos fundamentales prevalecientes (p. 11). 
 
En ese orden de ideas, la Ley 1098 de 2006 en su Libro II: Sistema de responsabilidad 
penal para adolescentes y procedimientos especiales para cuando los niños, Las niñas o los 
adolescentes son víctimas de delitos; Título I Sistema de responsabilidad penal para 
adolescentes y otras disposiciones; Capítulo I Principios rectores y definiciones del proceso, 
en especial el artículo 144 ídem, exceptuando algunas reglas especiales, remite el proceso 
penal juvenil a las disposiciones de la Ley 906 de 1994, que no son otras distintas 
 al procedimiento penal vigente en la Constitución Política de Colombia, es decir, el 
procedimiento penal con tendencia acusatoria, al cual por orden de la sentencia C-203 de 2005 






Esta circunstancia en particular, fue tratada posteriormente en Sentencia C-740 de 23 de 
julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araujo Rentaría, donde se declaró la 
exequibilidad del artículo 144 de la Ley 1098 de 2006, conceptualizando acerca del sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes y su carácter pedagógico, específico y diferenciado en 
los siguientes términos: 
 
El Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes se define como el conjunto 
de principios, normas, procedimientos, autoridades judiciales especializadas y entes 
administrativos que rigen o intervienen en la investigación y juzgamiento de delitos 
cometidos por personas que tengan entre catorce (14) y dieciocho (18) años al momento 
de cometer el hecho punible. 
(…) 
En materia de responsabilidad penal para adolescentes tanto el proceso como las medidas 
que se tomen son de carácter pedagógico, específico y diferenciado respecto del sistema 
de adultos, conforme a la protección integral, lo cual guarda concordancia con la 
protección especial de los niños consagrada en los Arts. 44 y 45 de la Constitución y en 
los tratados internacionales. 
 
Queda claro entonces que el trato diferenciado en el proceso penal juvenil se erige en 
función de la edad (14 – 18 años) para el adolescente que cometa delitos consagrados al 
momento de la comisión en el Código Penal vigente, juzgados por un proceso pedagógico y 
educativo, en el que se suman como sujetos procesales permanentes el defensor o Defensora 
de Familia y el Ministerio Público; un proceso en el que la policía judicial deberá ser la policía 
de infancia y adolescencia, en el que las audiencias en que participen los adolescentes sean 
cerradas al público y a los medios de comunicación, un proceso en el que la investigación y el 
juzgamiento sea adelantado por fiscales, jueces y magistrados especializados en materia de 
derecho penal, derecho de familia y derechos humanos de infancia, quienes deberán someterse 





Para efectos del tema específico del presente trabajo de investigación se trae de nuevo en 
cita uno de los factores que hizo parte de los fundamentos que dio origen a la Ley 1098 de 
2006: 
 
La intervención penal pretende ser mínima, es decir que los delitos por ejemplo contra el 
patrimonio económico cometidos por adolescentes que en Colombia alcanzan el 50 por 
ciento, ya no serán intervenidos desde la institucionalización o internamiento, sino que 
estos adolescentes pobres o que no tienen familia, deberán ser remitidos y atendidos para 
medidas de restablecimiento de sus derechos por el sistema de protección integral y no 
por el sistema de responsabilidad penal.  
En todos los casos, los padres o personas de quienes dependan los y las adolescentes 
tendrán que responder ante las víctimas por los daños que las conductas de los 
adolescentes generaron. (Linares Cantillo & Quijano, 2006, p. 10). 
 
El primer párrafo citado guarda identidad con lo descrito en líneas anteriores acerca del 
menor en condición de vulnerabilidad; el segundo término responde a la teoría de la culpa en 
el régimen de responsabilidad por el hecho ajeno, consagrado en el ordenamiento civil 
colombiano, Código Civil Título XXXIV Responsabilidad común por los delitos y las culpas, 
en especial los artículos 2348 y 2349, donde claramente se establecen las obligaciones del 
padre o personas de quien dependan los y las adolescentes.    
 
 
4.2.4 Principios de la justicia restaurativa 
 
La organización Internacional PFI Centre for Justice and Reconciliation (2016) define la 
Justicia Restaurativa como una respuesta sistemática frente al delito, que enfatiza la sanación 
de las heridas causadas o reveladas por el mismo en víctimas, delincuentes y comunidades 
(Introducción). Es así como dentro de las prácticas y programas que reflejan propósitos 
restauradores está la identificación del daño causado y los pasos a fin de reparar el mismo, con 





- La justicia requiere que trabajemos a fin de que se ayude a volver a su estado 
original a aquéllos que se han visto perjudicados. 
- De desearlo, aquéllos que se han visto más directamente involucrados o afectados 
por el delito, deben tener la posibilidad de participar de lleno en la respuesta. 
- El rol del Gobierno consiste en preservar el justo orden público; la comunidad debe 
construir y mantener una justa paz. (PFI, 2016, Introducción) 
 
Angulo González (2006) afirma que. La base legal de la obligación de reparar es la 
declaratoria de culpabilidad. En efecto, no puede pretenderse la reparación sin que exista 
primero el reconocimiento de la responsabilidad penal del acusado, ni se puede pretender 
restaurar el derecho de la víctima sin que se reconozca primero la existencia de la causa que lo 
motiva.” Respecto a este tema, es claro que, en el ámbito penal, resulta imposible solicitar y 
buscar la reparación del daño, sin que se haya logrado primero demostrar la culpabilidad, del 
acusado, ya que es en este momento en el que se genera la conexión del nexo causal con el 
autor del daño, permitiéndole establecer a quien debe realizarle la solicitud de reparación del 
daño. 
 
De otro lado, el mismo autor al referirse comparativamente con el modelo retributivo 
indica que este va encaminado a la exigencia de la reparación de los perjuicios ocasionados 
por el delito, y planteaba dentro del proceso penal la actividad permanente y privilegiada de la 
representación de la víctima a través de la llamada Parte Civil, sujeto procesal que podía 
acceder a la actuación desde el momento en el cual el funcionario investigador dispusiera la 
práctica de las diligencias previas y hasta el mismo final de dicha actuación procesal, con 
plenas facultades de protagonista principal del proceso, pidiendo pruebas, ejerciendo el 
derecho de contradicción, solicitando embargos y secuestros de bienes, vinculando terceros 
civilmente responsables, y en fin, desarrollando una actividad completa y trascendente en el 
trámite del proceso penal. 
 
Sobre este aspectos es fundamental, interpretar desde la visión de Angulo González (2006), 
como era el funcionamiento del sistema retributivo de justicia, el cual se transformó en un 




que en ese modelo, las facultades de las victimas era superiores a las que poseen actualmente 
bajo el parámetro normativo de la ley 906 de 2004 y 1098 de 2006, y que la limitación a estas 
facultades se dan en virtud a la justicia restaurativa, ya que la misma busca conciliar al autor 
del delito con la víctima. 
 
Lo anterior se entiende en el contexto de los principios aparejados a los programas 
restaurativos que se caracterizan por cuatro valores clave: 
 
- Encuentro: Se crean oportunidades con el propósito de que víctimas, delincuentes y 
miembros de la comunidad (que deseen hacerlo) se reúnan a conversar acerca del 
delito y sus consecuencias. 
- Reparación: Se espera que los delincuentes tomen medidas a fin de reparar el daño que 
hayan causado. 
- Reintegración: Se intenta devolver a víctimas y delincuentes a la sociedad como 
miembros completos de la misma, capaces de contribuir a ésta. 
- Inclusión: Se ofrece la posibilidad de que las partes interesadas en un delito específico 
participen en su resolución. (PFI, 2016, Introducción) 
 
Por su parte, Llobet Rodríguez (2005) aborda la justicia restaurativa en la justicia penal 
juvenil, partiendo de un recuento histórico de los proyectos de conciliación delincuente-
víctima en Canadá y Estados Unidos y la crisis en la justicia juvenil (caso Gault 1967); se 
adentra en los aspectos que interesan a la víctima, indicando que se ha visto neutralizada por 
la extensión internacional de las ideas de justicia restaurativa, concluyendo que:  
 
La fundamentación primordial de la justicia restaurativa en el interés de la víctima, debe 
reconocerse que no sería acorde con el paradigma de la justicia penal juvenil de la 
doctrina de la protección, en cuanto menciona como un principio fundamental el interés 
superior del niño. Por ello en la justicia penal juvenil las ideas de justicia restaurativa 
tienen como principal fundamento el principio educativo, que debe llevar a combatir la 




lo anterior se agregan los efectos positivos que tiene el hecho de que el joven asuma la 
responsabilidad por el hecho que cometió. Esto no debe llevar a desconocer que la 
justicia restaurativa también opera en el Derecho penal juvenil en interés de las víctimas, 
siendo por ello expresión de la protección de su interés. (Llobet Rodríguez, 2005, p. 877) 
 
Lo anterior no es más que la ratificación de lo que el mismo autor enmarca en el proceso de 
abolicionismo y fines de la sanción penal juvenil, llevada al campo de la conciliación y los 
efectos de prevención general positiva, que además realiza un aporte significativo en la 
recuperación de la paz jurídica, debido a que solamente cuando el hecho ha sido reparado, la 
víctima y la generalidad consideran reparada la perturbación social generada por el hecho, de 
allí que Llobet Rodríguez (2005) considere un impedimento de la justicia restaurativa en 
forma exclusiva una forma de satisfacción de la víctima, siendo más bien una tercera vía que 
se ha creado, tendiente hacia la desformalización y desjudicialización de los conflictos penales 
(p.879) y literalmente expresa: 
 
Las obligaciones que asume el joven pueden ser de carácter simbólico, siendo incluso 
posible la simple formulación de disculpas. Muchas veces el acuerdo puede implicar 
prestar determinadas prestaciones a favor de la víctima, por ejemplo, arreglar el jardín. 
Las posibilidades de una reparación integral del daño de carácter monetario en el marco 
del Derecho penal juvenil, son más bien limitadas, debido a que en general los jóvenes 
que son sometidos a la justicia penal juvenil han sido socialmente marginados. De hecho, 
una indemnización monetaria puede llegar hacer desaconsejable, ya que puede llevar a la 
comisión de nuevos delitos para obtener el dinero requerido (Llobet Rodríguez, 2005, p. 
882). 
 
Nuevamente aparece entonces el elemento socio económico como justificación válida 








4.2.5 Los derechos de las víctimas. 
 
Desde la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004 a cobrado relevancia y consonancia en 
Colombia, el uso de palabras rítmicas que se encuentran muy cerca unas de otras, con respecto 
a la (s) víctima (s) producto de la comisión de un delito, consistente en la formula casi 
sacramental: el Derecho a la verdad, la justicia, la reparación y la garantía de no repetición. 
 
Para Maier (1994) por mucho tiempo la víctima pasó a ser el convidado de piedra del 
sistema penal, refiriéndose al modelo de Estado de Derecho que se encargó de legitimar, junto 
a la forma política Estado-nación como el único portador del monopolio legítimo de la fuerza 
y, con ello, en garante de las condiciones de vida pacífica elementales (paternalismo estatal); 
pasando por la idea de protección de bienes jurídicos, que rige de alguna manera en el 
Derecho penal, sobre todo, la de bienes jurídicos individuales, pero que dicho modelo no pudo 
sacar de la anonimidad a la víctima, en tanto la objetivaba, es decir, se reducía a la relación 
Estado-súbdito; en la traducción procesal, persecución estatal-imputado (p. 187). 
 
Fue el positivismo criminológico el que rescató la cuestión de una manera impropia 
cuando, por intermedio de Ferri, incluyó a la víctima y a la reparación entre las funciones 
y tareas del Derecho penal; más allá aún, la pena integral comprendía la reparación de los 
daños y ésta era, como aquélla perseguida oficialmente, sin consideración al interés de la 
víctima. La idea se frustró, al parecer por ese empecinamiento del positivismo 
criminológico en socializar al extremo las instituciones, de transformarlas en funciones 
estatales, sin advertir -otra vez- los intereses privados en juego y la justicia de su defensa 
personal (Maier, 1994, p. 188).  
 
Justamente bajo el esquema de Derecho positivo, se incorpora la cuestión civil al 
procedimiento penal (la acción civil reparatoria), con las concebidas dificultades y/o problema 
del daño causado y de su reparación, donde el conocimiento de la víctima, jugaba un papel 
importante para la determinación de la pena concreta, pero en materia estrictamente procesal 
siempre presentó dificultades de participación; surgen entonces diferentes aspectos positivos y 





Entre los primeros se cuentan la victimología, cuyos cultores han logrado construir una 
rama científica independiente, y diferentes escuelas que procuran cierta 
“despenalización”; la solución de casos penales por medio de instrumentos 
culturalmente no penales (diversión). Encontrándonos en esta línea también a los 
Abolicionistas; autores para quienes no se trata de ingresar la reparación al derecho 
penal, sino de desplazarlo completamente, reemplazando a la pena por otras soluciones 
(la reparación) para el conflicto. Entre los factores negativos, todos cuentan el fracaso de 
la política resocializadora y la frustración del tratamiento social terapéutico (p.189, 190).  
 
Es oportuno aclarar que el término diversión ha de entenderse como derivación o 
diversificación producto de las diferentes tendencias y estrategias de política criminal 
orientadas a prescindir de la persecución penal que se inicia cuando una infracción penal se 
ha constatado oficialmente. Se trata de acometer el control social de la criminalidad por fuera 
de las instancias judiciales mediante programas alternativos y desviar determinadas formas de 
criminalidad de los procedimientos formales. En el marco de la justicia juvenil, la diversión 
constituye uno de los esfuerzos más significativos para desprocesalizar el derecho penal 
juvenil y desarrollar formas de reacción informal en el marco de la comunidad. En este 
sentido, la diversión conlleva una crítica al control social de la delincuencia juvenil basada en 
las sanciones penales (Padilla Villarraga, 2010, p. 373 citando a Sánchez, 2000, Dapena, 
2003).  
 
Marull (2009) en el mismo sentido de Maier, agrega que el papel de la víctima es un 
problema del Derecho Penal en su conjunto, de los fines que persigue y de las tareas que 
abarca; y por fin de los medios de realización que para alcanzar esos fines y cumplir esas 
tareas pone a su disposición el derecho procesal-penal. Se trata entonces de un problema 
político criminal común, al que debe dar solución el sistema en su conjunto (p. 9). 
 
Así las cosas, como se indicó en el primer párrafo de este acápite, el sistema de protección 
a la víctima, a partir del Acto Legislativo 03 de 2003 que dio paso a la Ley 906 de 2004, con 





Márquez Cárdenas (2006) advierte que desde la norma sustantiva, Ley 599 de 2000, a la 
víctima se la tiene como totalmente pasiva, sujeto que solo inspira compasión y lástima, 
incluso considerada como una circunstancia más, que gira alrededor del sujeto activo, y la ley 
solo la toma en cuenta para exonerar, atenuar o agravar la pena del delincuente, especialmente 
en vista de los resultados producidos por la acción dañina de este, es decir, la victima solo es 
un referente que sirve para imponer una pena, o para establecer su medida o el otorgamiento 
en algunos casos de subrogados penales; lo cierto es que la víctima para codificación penal 
considera algunas circunstancias o comportamientos de ella y los grados de exoneración o 
graduación de la pena, así:  
 
[…] la agresión de la víctima, sea real, presuntiva o putativa. La provocación: ira e 
intenso dolor. La investidura: calidad de empleado oficial. El parentesco. Las 
condiciones de inferioridad del ofendido: edad, obediencia, enfermedad. La calamidad 
o el infortunio; y finalmente las condiciones económicas precarias. (Márquez Cárdenas, 
2006, p.129). 
 
Es importante resaltar que como bien lo expresa el autor en cita, muchas de las 
circunstancias descritas pueden parecer justas, pero la norma consagra la responsabilidad 
objetiva, es decir, que la pena depende del resultado y claramente expresa (sic): 
 
El daño causado por un delito no sólo es material sino también moral y es posible que 
sufra más un rico con la pérdida del más insignificante bien que un pobre con la de su 
pequeña fortuna. Por eso hace falta el estudio de la víctima para aplicar en cada caso la 
pena más justa. (…)  
Lo que debe tomarse en cuenta en cada caso es la realidad del daño material y moral, 
sufrido por el ofendido para así graduar la pena y no exponernos a dictar fallos injustos. 
Los sustitutivos penales y el pago de los perjuicios: establece nuestro Código Penal, 
como requisito para poder gozar de los sustitutos penales – condena de ejecución 




daños ocasionados con el delito (arts. 94 a 97 del Código Penal) (Márquez Cárdenas, 
2006, p.131). 
 
Ahora bien, desde el campo del derecho adjetivo procesal o instrumental, es que se erigen 
los derechos de participación de la víctima en el proceso penal, si bien no desde el campo de 
actor propiamente dicho, sino como interviniente especial por desarrollo jurisprudencial 
(Sentencia C – 209 de 2007), con antecedentes definidos por la misma Sentencia C- 228 de 
2002, magistrados ponentes Manuel José Cepeda Espinosa y Eduardo Montealegre Lynett, 
resaltan que: 
 
Así, la Corte Constitucional colombiana toma a la víctima del delito como un 
verdadero sujeto de derechos y obligaciones en cuanto a su posición jurídica, y sus 
derechos prácticamente se igualan con los del inculpado, lo que trae no pocas 
consecuencias en el ámbito del derecho procesal. Entre ellas, la posibilidad de solicitar 
y controvertir el material probatorio, la exigencia para la fiscalía y los jueces de que se 
consideren sus alegatos, la oportunidad de impugnación, la exigencia de que se le 
comuniquen las decisiones y, por supuesto, las que le corresponden en su calidad de 
víctima, como el derecho a la reparación, al conocimiento de la verdad y al recurso 
sencillo y especial que se reconoce desde la normativa internacional (p. 60). 
 
Sampedro Arrubla (2007), indica que, en el sistema normativo colombiano, las víctimas 
cuentan con la posibilidad de participar activamente dentro del proceso penal, resumiéndolo 
como: 
 
[…](i) un trato digno, (ii) a la protección de su intimidad y seguridad, así como la de sus 
familiares y testigos, (iii) a la reparación integral, (iv) a ser oídas y a que se les facilite el 
aporte de pruebas, (v) a recibir contacto con las autoridades, (vi) a recibir información y a 
conocer la verdad sobre los hechos, (vii) a que se le consideren sus intereses cuando se 
vaya a tomar una decisión discrecional sobre el ejercicio de la persecución penal, (viii) a 
ser asistidas en el juicio y en el incidente de reparación integral, (ix) a recibir asistencia 




137, Ley 906) 9 . La intervención de las víctimas en el proceso penal, se garantiza en las 
normas que regulan la querella (Arts. 37 núm. 3º, inc. 2º y 71), el cambio de radicación 
(Arts. 46 y 47), los impedimentos (Art. 56), el comiso (Arts. 82 y 83), las medidas 
cautelares (Art. 92 y 99), el incidente de reparación integral (Arts. 102 a 108), las 
funciones del Ministerio Público (Art. 111), las funciones de la Fiscalía (Art. 114), los 
deberes de los jueces (Art. 139), el uso del idioma (Art.144), la publicidad (Arts. 149 y 
151), la posibilidad de intervención en audiencias preliminares (Arts. 154 y 155), la 
casación (Arts. 188), las labores de indagación e investigación (Arts. 205, 206, 207, 218 
y 250), las medidas de aseguramiento (Arts. 307, 308, 311), el principio de oportunidad 
(Arts. 321 a329), la posibilidad de participar en la audiencia de solicitud de preclusión 
(Art.333), la posibilidad de participar en audiencia de formulación de acusación(Arts. 
337, 340 y 342), la salvaguarda de sus derechos en los preacuerdos y negociaciones 
(Arts. 348 y 351), la posibilidad de participar en la audiencia preparatoria (Art. 355), en 
la audiencia de juicio oral (Art. 396 y 443), y la de intervenir en todas las modalidades de 
justicia restaurativa (Arts. 518 a 526). (Sampedro Arrubla, 2007 p.9). 
 
Así mismo, Márquez Cárdenas (2006) ha descrito el derecho de las víctimas en sentido 
amplio reconocido por la Corte Constitucional, sistematizado en el derecho a la verdad, 
derecho a que se haga justicia y derechos a la reparación, apoyado en el conjunto de 
principios para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra 
la impunidad, premisa que comparte la Constitución Política de 1991 y de allí el desarrollo 
jurisprudencial de su organismo custodio. 
 
4.2.6 ¿Reparar o Resarcir? 
 
Este cuestionamiento surge en términos conceptuales y prácticos, verbigracia, a la 
indagación por los contenidos de la reparación (moral, individual y colectiva) en el SRPA, 
donde claramente el artículo 140 y el Capítulo III de la Ley 1098 de 2006, emplean este 
término (repar); incluso para efectos del incidente de reparación integral se remite a lo 
establecido en la Ley 906 de 2004 (artículo 102 y ss.), cuyo procedimiento no distingue o 





Márquez Cárdenas (2009) así lo advierte al referirse en su escrito sobre la doctrina social 
en la justicia restaurativa, ratificado por la Corte Constitucional mediante el pronunciamiento 
contenido en la sentencia C-228 de 2002, Magistrados Ponentes Manuel José Cepeda 
Espinosa y Eduardo Montealegre Linett, en donde por primera vez se plantearon 
doctrinariamente los derechos de las víctimas más allá de la sola indemnización económica y 
posteriormente constitucionalizado en el Acto Legislativo 03 de 2002 que dio vida a la ley 906 
de 2004. 
 
Al respecto, plantea la Corte Constitucional: 
 
“… tanto en el derecho internacional, como en el derecho comparado y en nuestro 
ordenamiento constitucional, los derechos de las víctimas y perjudicados por un hecho 
punible gozan de una concepción amplia -no restringida exclusivamente a una 
reparación económica- fundada en los derechos que ellas tienen a ser tratadas con 
dignidad, a participar en las decisiones que las afecten y a obtener la tutela judicial 
efectiva del goce real de sus derechos, entre otros, y que exige a las autoridades que 
orienten sus acciones hacia el restablecimiento integral de sus derechos cuando han sido 
vulnerados por un hecho punible. 
 
Es así como, el término resarcir en el SRPA surge del modelo educativo y de 
responsabilidad que entiende al menor como un sujeto capaz de responsabilizarse de los 
propios actos, tal como lo precisaba hasta el año 2016 los lineamientos de servicios para 
medidas y sanciones del proceso judicial SRPA del ICBF, como uno de los ítems o propósitos 
que el infractor debe cumplir para acceder al Plan de Atención Individual del adolescente, en 
el marco del proceso a seguir y como una forma y/o requisito para obtener el derecho al 
restablecimiento de derechos (p.16); aclarando que la guía ICBF del año 2017 ya no emplea la 
palabra resarcir, sino, reparar. 
Etimológicamente, resarcir viene del sustantivo y español antiguo “emendar”, y la Real 
Academia Española da como definición: “indemnizar, reparar, compensar un daño, perjuicio o 




tomando en cuenta los instrumentos internacionales, el conjunto de principios para la 
protección y promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad que 
establece los derechos de las víctimas (principio 39), al abordar el Derecho a obtener 
reparación indica que la consecución de la misma abarca medidas de carácter individuales 
(restitución, indemnización y rehabilitación) y, medidas de alcance general, como medidas de 
satisfacción y garantías sobre la no repetición. 
 
Farfán Ballesteros (2016), en su trabajo sobre los procesos de justicia restaurativa 
utilizados en el ámbito pedagógico de menores infractores pertenecientes al sistema de 
responsabilidad penal del centro de internamiento preventivo amigoniano (CIPA), arriba a la 
conclusión de que si es cierto que teóricamente en la actualidad se presta mayor atención a la 
víctima en procura de reparar el daño y sanar las relaciones, en la práctica resulta imposible si 
no se reconocen las bases culturales y estructurales de la violencia y se trabaja para 
transformarlas, siendo el rol de la comunidad indispensable para ello y en ese escenario la 
exaltación de responsabilidades del (os) victimario (s), donde se centra en la reflexión genuina 
y sincera de éste (os), la cual permite resarcir el daño y garantizar de cierta forma que no 
exista reincidencia en el mismo. Esto, por medio de encuentros de mediación, donde se 
favorezca la expresión de las partes involucradas, constituyendo tejido social y consciencia 
frente al acto delictivo. Gracias a la mediación las victimas ejercen su derecho a saber y dar 
testimonio, con el fin tanto de preservar la memoria histórica traducida en una construcción 
social, como de prevención de futuros episodios de victimización (p.84). 
 
Es oportuno traer a colación para inclinar la balanza en el SRPA en la utilización del 
término resarcir en lugar de reparar, los argumentos conceptuales de García Gomis (2009) 
citando autores como Garrido y López-Latorre (2005) que coinciden en enumerar los factores 
que influyen en la aparición de la violencia juvenil, como son los siguientes: 
 
 Individuales: Temperamento impulsivo o agresivo, características de personalidad. 
 Familiares: Problemas familiares (escasos recursos, figura paterna ausente, estrés 




 Contextuales: Escuela, barrio, ocio, grupo de iguales, medios de comunicación. 
 Sociales: Crisis de valores, valores negativos, refuerzo de modelos coercitivos, 
dominantes, contradicciones y paradojas sociales, económicas, políticas. (p. 284) 
 
En ese escenario complejo, como lo explica García Gomis (2009), se concibe al individuo 
como un agente que interactúa con su entorno y que no se explica sin este contexto interactivo 
y dinámico, mismo que debe participar a la hora de considerar el modelo educativo y de 
responsabilidad para que el menor sea verdaderamente capaz de responsabilizarse de sus 
propios actos y de resarcir a la víctima. 
 
En España, por ejemplo, el protocolo de actuación para la conciliación víctima-infractor 
contemplada en la ley orgánica de responsabilidad penal del menor 5/2000, presenta 
disyuntivas terminológicas como las aquí descritas, siendo la orientación restauradora a través 
de grupos familiares, círculos, conferencias, procedimientos de vergüenza reintegrativa, y 
mediación víctima-infractor, el formato más utilizado y el procedimiento más comúnmente 
manejado en la praxis judicial española. Se reconoce que existe cierta confusión institucional 
sobre el proceso de mediación en menores, ya que la LO 5/2000 habla indistintamente de 
mediación, conciliación y reparación. (García Gomis y otros, 2016), 
 
En otras latitudes como en Colombia, lo cierto es que debe realizarse una intervención 
socioeducativa y social, breve, pero al mismo tiempo intensa, en el caso Español a instancia 
judicial y del Ministerio Fiscal, que, con la orientación de un mediador, que implica la 
responsabilización del menor, de las propias conductas y la búsqueda activa de soluciones 
reparando a la víctima, por ejemplo, mediante la realización de una actividad de beneficio 
(Álvarez, 2008 citado por García Gomis y otros, 2016).  
 
Para lograr lo anterior, explica García Gomis y otros (2016), deben los despachos judiciales 
competentes contar con un equipo técnico de profesionales en psicología, educadores y 
trabajadores sociales, para tomar las decisiones con respecto al tipo de sanción y lo 




capaces de responsabilizarse y con capacidad para resarcir a las víctimas o perjudicados, 
mediante verdaderos procesos restauradores y en ese contexto es que se aplica el término 
amplio de resarcir. 
  
 
4.3 ESTADO DEL ARTE Y/O ACTUAL 
 
Dentro de los textos más recientes en Colombia que recogen específicamente el interés 
superior del adolescente versus los derechos de las víctimas en el Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes (SRPA), se encuentra un proyecto del Ministerio de Justicia y del 
Derecho (2015), donde en el segundo capítulo presenta como objetivo general describir las 
características del Sistema de Responsabilidad para Adolescentes en Colombia, desde la 
perspectiva de sus actores, con el ánimo de generar reflexiones en torno a su mejor 
implementación, y como objetivos específicos, exponer las características que marcaron el 
tránsito del modelo tutelar de la situación irregular al modelo de responsabilidad de la 
protección integral, además de indicar las diferencias y semejanzas entre los adolescentes del 
SRPA, los desvinculados del conflicto armado y los adolescentes del sistema de protección 
del ICBF. 
 
En criterio del Ministerio de Justicia y Derecho (2013), reconocer los derechos de las 
víctimas no puede llevar a concluir que con ello se están desconociendo los derechos de 
los adolescentes en conflicto con la ley. Por el contrario, invita a repensar el significado 
que ser “titulares de derechos” significa, en aras de abordarlo desde una categoría más 
integradora y compleja. 
(…) 
El reconocimiento del interés superior y de los derechos que como sujetos titulares tienen 
los adolescentes en conflicto con la ley no puede desconocer los derechos que les asisten 
a las víctimas, ni el principio de prevalencia de los derechos de la infancia y la 
adolescencia pueden oponerse a otros derechos constitucionales reconocidos en cabeza 





El citado texto trae a colación la sentencia T-587 del 20 de octubre de 1997 con ponencia 
del Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz, donde establece unas condiciones básicas para que una 
determinada decisión pueda justificarse en nombre del principio de prevalencia del interés 
superior del menor, la colisión de derechos ponderados con los de las víctimas, cumpliendo 
las siguientes condiciones básicas: 
 
1. El interés del menor en cuya defensa se actúa debe ser real, es decir, debe hacer 
relación a sus particulares necesidades y a sus especiales aptitudes físicas y sicológicas. 
2. Debe ser independiente del criterio arbitrario de los demás y, por tanto, su existencia y 
protección no dependen de la voluntad o capricho de los padres o de los funcionarios 
públicos, encargados de protegerlo. 
3. Se trata de un concepto relacional, pues la garantía de su protección se predica frente a 
la existencia del interés en conflicto cuyo ejercicio de ponderación debe ser guiado por la 
protección de este principio. 
 
4. Debe demostrarse que dicho interés tiende a lograr un beneficio jurídico supremo 
consistente en el pleno y armónico desarrollo de la personalidad del adolescente. (p. 129) 
 
En últimas concluye el documento referenciado, tomando lo descrito en la sentencia T - 
510 de 2003, del Magistrado Ponente Manuel José Cepeda Espinosa, que el verbo prevalecer, 
implica necesariamente el establecimiento de una relación entre dos o más intereses 
contrapuestos en casos concretos, entre los cuales uno (el del menor) tiene prioridad en caso 
de no encontrarse una forma de armonización, esto sugiere que la aplicación del interés 
superior y la prevalencia de los derechos que les asisten a los adolescentes en conflicto con la 
ley no pueden hacerse de manera caprichosa, sino recurriendo siempre a una armonización de 
los derechos en juego. 
 
Es importante aludir que en la unidad temática III del proyecto del Ministerio de Justicia y 
del Derecho (2015), se abordan los mecanismos de Justicia Restaurativa en el Sistema de 




Justicia restaurativa como un mecanismo de justicia orientado a reparar el daño, concluyendo 
que:  
 
El sistema de responsabilidad penal de adolescentes, tiene como fin la Justicia 
Restaurativa, es decir, la restauración del daño; por tanto, resulta imperioso asumir sus 
métodos en los casos que se considere viable. 
La justicia restaurativa es un mecanismo de afrontamiento pacífico del conflicto, con 
posibilidades de reparar el daño y reintegrar a todas las partes en conflicto, por lo tanto, 
constituye una necesidad y una posibilidad social. Implica una respuesta al llamado de la 
política y la norma nacional e internacional. 
Para lograr la restauración existen diferentes métodos como la mediación, las 
conferencias familiares, los círculos de sentencia y los paneles de víctimas, por tanto, los 
ejercicios reparadores pueden contar con diferentes modalidades y permiten creatividad 
en los operadores. 
 
La aplicación de programas de justicia restaurativa tiene antecedentes antiguos y 
recientes, provenientes de todas las latitudes, por lo cual se considera que tienen validez 
transcultural y eficacia para las problemáticas de jóvenes en responsabilidad penal en 




4.4 MARCO JURÍDICO 
 
Es claro que la incidencia de la legislación internacional sobre los niños, niñas y 
adolescentes en el país marca el camino jurídico que sustenta el proyecto de investigación, 
partiendo de la Convención Internacional de los Derechos del Niño, ratificada por la Ley 12 
de 1991 y los demás instrumentos internacionales de derechos humanos, junto con los 
mandatos de la Constitución Política de 1991, en especial su artículo 44 (derechos 




simultáneamente con que el adolescente tiene derecho a la protección y a la formación integral 
(artículo 45 ídem). 
 
Específicamente en cuanto al adolescente infractor de la Ley penal, las Reglas de Beijing 
para la Administración de Justicia de Menores, como una justicia especializada para juzgar a 
las personas menores de 18 años, son las que al unísono con el artículo 29 de carta política 
colombiana de 1991, garantizan el debido proceso y el elemento diferenciador para el trato de 
los mismos, lo dispuesto en el artículo 228 de la misma obra frente a la administración de 
justicia y las excepciones que establezca la ley, con prevalencia del derecho sustancial (Ley 
599 de 2000) y las normas procesales (Ley 906 de 2004 y Ley 1098 de 2006). 
 
Frente a las leyes sustanciales, el Código Penal y sus subsecuentes reformas o adiciones, 
son uno solo para todos los colombianos (adultos – adolescentes), dado que su contenido 
esencial es la tipificación de hipótesis de comportamiento que ameritan sanción punitiva, 
destacando que, para efectos del proyecto, los artículos 94 a 97 establecen la responsabilidad 
civil derivada de la conducta punible, es decir, la obligación de reparar o indemnizar los 
daños, frente a los titulares de la acción civil, lo que incluye a los padres y/o personas a cargo 
del menor.  
 
En ese sentido, el Código Civil Colombiano contempla en su artículo 2341 la  
responsabilidad extracontractual para el que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido 
daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley 
imponga por la culpa o el delito cometido; y seguidamente describe aspectos como la 
legitimación para la solicitud de la indemnización (artículo 2342 ídem), quienes están 
obligados a indemnizar (artículo 2342 ídem), así como la responsabilidad por el hecho propio 
y de las personas a cargo (artículo 2347) y la responsabilidad de los padres por los daños 
ocasionados por sus hijos (artículo 2348), objeto de estudio bajo la premisa de que los padres 
serán siempre responsables del daño causado por las culpas o los delitos cometidos por sus 
hijos menores, y que conocidamente provengan de mala educación o de hábitos viciosos que 





Adjetivamente la Ley 1098 de 2006, dedica el Libro II desde el artículo 139 a 200 donde se 
contempla en su Título I el sistema de responsabilidad penal para adolescentes y otras 
disposiciones y en su Título II los procedimientos especiales cuando los niños, las niñas o los 
adolescentes son víctimas de delitos. Para efectos prácticos del proyecto es oportuno precisar 
que el artículo 144 dispone sobre el procedimiento aplicable que:  
 
[…] Salvo las reglas especiales de procedimiento definidas en el presente libro, el 
procedimiento del sistema de responsabilidad penal para adolescentes se regirá por las 
normas consagradas en la Ley 906 de 2004 (Sistema Penal Acusatorio), exceptuando 
aquellas que sean contrarias al interés superior del adolescente. (Ley 1098 de 2004, 
artículo 44) 
 
En cuanto a la reparación del daño, contemplado de los artículos 169 a 176 ídem, se colige 
la responsabilidad penal por “las conductas punibles realizadas por personas mayores de 
catorce (14) años y que no hayan cumplido los dieciocho (18) años de edad, dan lugar a 
responsabilidad penal y civil, conforme a las normas consagradas en la presente ley”; y por 
consiguiente objeto de incidente de reparación integral, y se destaca: 
 
Artículo 174. Del principio de oportunidad, la conciliación y la reparación integral de los 
daños. Las autoridades judiciales deberán facilitar en todo momento el logro de acuerdos 
que permitan la conciliación y la reparación de los daños, y tendrán como principio rector 
la aplicación preferente del principio de oportunidad. Estas se realizarán con el 
consentimiento de ambas partes y se llevarán a cabo con una visión pedagógica y 
formativa mediante la cual el niño, la niña o el adolescente pueda tomar conciencia de las 
consecuencias de su actuación delictiva y de las responsabilidades que de ella se derivan. 
Así mismo, el conciliador buscará la reconciliación con la víctima. 
 
Ahora bien, por remisión normativa provista en la misma Ley 1098 de 2006, (artículo 144) 
la Ley 906 de 2004, es más prolija con relación a la procedencia y ejercicio del incidente de 
reparación integral (artículo 102), que fuera modificado por el artículo 86 de la Ley 1395 de 




víctima, o del fiscal o del Ministerio Público a instancia de ella, (iii) por audiencia pública. En 
cuanto al trámite del incidente de reparación integral de los daños causados con la conducta 
criminal, se le imprime conforme al artículo 103 del Código Procesal Penal, modificado por el 
artículo 87 de la Ley 1395 de 2010, bajo el principio de oralidad, contradicción y demás, 
destacándose lo expresado en el inciso tercero del citado artículo: 
 
Admitida la pretensión el juez la pondrá en conocimiento del condenado y acto seguido 
ofrecerá la posibilidad de una conciliación que de prosperar dará término al incidente. 
En caso contrario el juez fijará fecha para una nueva audiencia dentro de los ocho (8) 
días siguientes para intentar nuevamente la conciliación y de no lograrse, el sentenciado 
deberá ofrecer sus propios medios de prueba. (Ley 906 de 2004, articulo 103) 
 
Es oportuno indicar que el artículo 140 de la Ley 1098 de 2006, establece como principio 
la garantía de aplicar la justicia restaurativa, entre otros principios que protegen y privilegian 
el interés superior del menor, y la víctima conforme a la Ley 906 de 2004 podrá intervenir en 
todas las modalidades de la misma (Artículos 518 a 526), guardando identidad en su 
propósito:  
 
Se entiende por resultado restaurativo, el acuerdo encaminado a atender las necesidades 
y responsabilidades individuales y colectivas de las partes y a lograr la reintegración de 
la víctima y del infractor en la comunidad en busca de la reparación, la restitución y el 
servicio a la comunidad. (Artículo 518 inc. 2 ídem). 
 
4.4.1 Marco Jurisprudencial. 
 
Siendo los dos ejes temáticos la justicia para adolescentes infractores de la ley penal entre 
los 14 años y antes de cumplir los 18 años de edad, en tensión con los derechos de las víctimas 
a la reparación integral por los perjuicios infringidos, se yuxtaponen las Sentencias C-228 de 
2002 y C-805 de 2002 emanadas de la Corte Constitucional, en el sentido de existe una 
tendencia mundial, que también ha sido recogida en el ámbito nacional por la Constitución, 




económica de los perjuicios que se le hayan causado, trátese de delitos consumados o 
tentados, sino que además tiene derecho a que a través del proceso penal se establezca la 
verdad y se haga justicia. Esa tendencia se evidencia tanto en el texto constitucional como en 
el derecho internacional y el derecho comparado. Así mismo, en Sentencia C-099 de 2013 se 
aborda como problema Jurídico los parámetros y estándares constitucionales de la reparación 
de víctimas y se establecen las reglas jurisprudenciales ampliadas. Finalmente, la Corte 
Constitucional Colombiana a establecido en diversas sentencias (entre estas la sentencia C-
839 de 2013), la reiteración del derecho de reparación de las víctimas. 
 
No menos fuerte y de base supralegal se exponen las consideraciones de la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-203 de 2005 (Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda 
Espinosa), donde se establecen unas pautas constitucionales e internacionales mínimas en el 
procesamiento penal de menores de edad, tanto para los delitos comunes, como para aquellos 
que pertenecen a grupos armados al margen de la ley, bajo los parámetros y recomendaciones 
de las Reglas de Beijing. 
 
En Sentencia C-740 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araujo 
Rentaría, donde se declaró la exequibilidad del artículo 144 de la Ley 1098 de 2006, se 
conceptualiza acerca del sistema de responsabilidad penal para adolescentes y su carácter 





 Conforme a la formulación del problema y los objetivos propuestos en la investigación; 
esta se desarrolla bajo el enfoque cualitativo de investigación, por cuanto se analiza la 
aplicación del elemento reparación en el contexto de la justicia restaurativa, propio del 
Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, en ejercicio del incidente y/o la 
resolución de los procesos con éste componente – estudio de caso -, presentados en el 
municipio de Pereira en el período comprendido entre los años 2012 y 2017, bien sea por vía 




instrumento que lleve a la satisfacción de las víctimas, seleccionando dos casos puntuales 
(sentencias ejecutoriadas) para análisis específico del problema planteado. 
  
 Siguiendo las características de la investigación cualitativa (Fraenkel & Wallen, 1996, en 
Vera Vélez, 2006) se describen las particularidades observadas con estudio de caso en las dos 
sentencias seleccionadas, incluyendo el estudio socio-familiar, psicológico y cultural del 
adolescente victimario inmerso en el proceso penal y los resultados de la reparación integral 
de modo inductivo. 
 
 En ese orden de ideas, se analiza el registro de los fallos del periodo de estudio y como, a 
través de estudio de caso, en procesos de lesiones personales y hurto calificado seleccionados 
se resuelve el componente de reparación, partiendo del principio de interés superior del menor 
que incurre en una conducta tipificada por el ordenamiento penal y su responsabilidad no solo 
con la víctima sino con la sociedad, problema que según el marco teórico debe ser resuelto 
con la aplicación de teorías de la justicia transicional.  
 
 
5.1 TIPO DE INVESTIGACIÓN. 
 
En el ámbito de los alcances y profundidad de la investigación jurídica relacionados con los 
tipos que tradicionalmente se conocen (exploratorias, descriptivas, correlacionales, 
explicativas, proyectivas y propositivas), se tuvo en cuenta el objeto de investigación, 
‘reparación integral’, en el contexto de la justicia restaurativa propio del Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes, susceptible de utilizarse en sede jurídica, siendo el 
caso particular aplicable la investigación descriptiva-explicativa (estudio de caso), dadas las 
características propias del Derecho, que según Bunge (1999, p. 190) se espera de una 
disciplina que dé razón de la realidad, como efectivamente se plantea en la discusión de los 
resultados, al indagar por los contenidos de la reparación (moral, individual y colectiva), 
seguido de la descripción a través de la identificación y la trascendencia de la reparación en el 




ámbito procedimental y con ello explicar dos de los incidentes resueltos en el municipio de 
Pereira en el periodo comprendido entre 2012-2017. 
 
Es oportuno indicar que, como lo expresa Tantalean Ordan (2015, citando a Pineda 
Gonzales 1990, 12-13; Piscoya Hermoza 1995, 123; Hernández Sampieri, Fernández-Collado 
y Baptista Lucio 2006, 108 y ss.), la investigación jurídica explicativa o causal se orienta al 
descubrimiento de factores causales, por lo que se responde finalmente a la pregunta ¿por qué 
se presenta así el fenómeno?, o ¿a qué se debe tal o cual evento? En este caso ¿Cuál ha sido la 
aplicación del elemento reparación en el contexto de la justicia restaurativa, propia del sistema 
de responsabilidad penal para adolescentes del municipio de Pereira en el período 
comprendido entre 2012 y 2017? Por lo que se conoce la aplicación de la justicia restaurativa 
en el SRPA, describiendo y analizando sus relaciones fenomenológicas. 
 
 
 5.2 MÉTODO DE INVESTIGACIÓN. 
 
Dentro de los presupuestos metodológicos aplicables al tipo de investigación desarrollada, 
recae la misma en el fundamento teórico de la hermenéutica jurídica propuesta por Gadamer 
(1999), dado que los objetivos específicos propuestos requieren la comprensión y poner en el 
centro no sólo el contra juego de lo uno (SRPA) y lo múltiple del sentido (la reparación 
integral) sino también, y ante todo, la experiencia del diálogo (justicia restaurativa), ajena en 
principio a la analítica existencial, verbigracia, a que para abordar los contenidos de la 
reparación (moral, individual y colectiva) – estudio de caso - en las sentencias seleccionadas, 
la identificación de su trascendencia en el contexto restaurativo y como se surtió dicho 
procedimiento, se requiere la synesis (construcción de sintaxis estricta) de todo el contexto en 
la comisión del delito, la responsabilidad penal del menor, los derechos de la víctima y la 
comprensión de la justicia restaurativa aplicable. 
En otras palabras, comprender no es un mero adquirir o acumular información, sino la 
aplicación del saber propio al juicio sobre el caso práctico de otro. Sólo cuando un caso 
guarda identidad con otro y consulta el propio sentido práctico, se tiene la comprensión y el 




implícito una tarea especial en el momento en que se desarrolla el incidente de reparación 
integral como se plantea en la hipótesis, fijando los límites al contexto hermenéutico. 
 
5.3 POBLACIÓN Y CONTEXTO.  
 
Conforme al consolidado nacional del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes 
y la Subdirección de Responsabilidad Penal Subdirección de Risaralda, citado por Duque & 
Ospina (2016), en el periodo 2007-2016 se registran en Colombia 226.996 casos de jóvenes de 
14 a 17 años aprehendidos por el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes 
(SRPA), ocupando el departamento de Risaralda el sexto lugar en casos regionales con 
mayores ingresos al SRPA con 9.720 casos; y entre los municipios del Departamento de 
Risaralda, Pereira registra un total de 1.263 casos en el periodo 2012-2017, mayor que en los 
otros municipios, siendo los delitos de más ocurrencia el hurto con un 31% y la violencia 
intrafamiliar con un 28% (p.3). 
 
Visto lo anterior y en razón a que la investigación gira en torno al sistema jurídico que 
incluye la aplicación del elemento reparación en el contexto de la justicia restaurativa en el 
sistema de responsabilidad penal para adolescentes del municipio de Pereira en el periodo 
comprendido entre 2012 y 2017 (Ver Tabla 1) se tienen en cuenta las cifras para dar respuesta 




En el contexto planteado y el universo de la población descrita, se tomaron para realizar el 
trabajo de análisis jurisprudencial, con estudio de caso de las sentencias seleccionadas 
aleatoriamente de las cinco registrada en el Juzgado Primero Penal del Circuito para 
Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Ver Rejilla de análisis jurisprudencial 








Conforme a las fuentes secundarias recopiladas y registradas, incluyendo la estadística del 
consolidado nacional del Sistema de responsabilidad penal para adolescentes y la 
Subdirección de responsabilidad penal, Subdirección de Risaralda (contexto), como el registro 
de los casos con incidente de reparación integral de los Juzgados Primero y Segundo Penal del 
Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira (población periodo de 
estudio 2012 a 2017), y el estudio de caso producto de análisis inductivo (muestra), aplicando 
el tipo de investigación descriptiva-explicativa, las técnicas de resumen analítico a través de 
tablas y rejillas de análisis jurisprudencial, siguiendo el rigor lógico y su relación con la 







Casos con incidente Juzgado 1 
Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento 
de Pereira 
Radicado Delito Finalización incidente 
2012-00554 Lesiones personales culposas Condenado y representante 
sancionado pecuniariamente 
2013-00198 Lesiones personales culposas Condenado y representante 
sancionado pecuniariamente 
2014-00703 Hurto calificado y agravado Conciliación pecuniaria 
2014-00702 Hurto calificado y agravado Condenado y representante 
sancionado pecuniariamente 
2014-01126  Desistimiento tácito 
Fuente: Certificación Rama Judicial del Poder Público 
 
Tabla 2 
Casos con incidente Juzgado 2 
Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de 




Radicado Delito Finalización incidente 
2012-00140 Lesiones personales culposas Conciliación 
2012-00350 Tentativa de homicidio en concurso con 
hurto calificado y agravado 
Desistimiento 
2012-00348 Lesiones personales dolosas Reparación indemnización 
2013-00380 Lesiones personales culposas Conciliación 
2014-00017 Lesiones personales culposas Desistimiento 
2014-00241 Homicidio Desistimiento 
2014-00432 Acceso carnal abusivo Desistimiento  
2014-00467 Homicidio Desistimiento 
2014-00412 Actos sexuales con menor En trámite 
2015-00288 Lesiones personales culposas Desistimiento 
2015-00302 Hurto calificado en concurso con 
lesiones dolosas 
Desistimiento  
2015-00387 Actos sexuales con menor En trámite 
Fuente: Certificación Rama Judicial del Poder Público 
 
Rejilla de análisis jurisprudencial 1. 
CASO N° 1 Lesiones personales culposas 
Nombre victimario  J.A.Q.M. 
Nombre víctima J.A.Y.B  
Fecha de los hechos 25 de diciembre de 2012  
1. CONTEXTO 
1.1. Identificación 
Número Radicado 6601-60-01248-2013-00198, diciembre 9 de 2013.  
Juez de conocimiento 
Samuel Hernández Hernández - Juzgado Primero Penal del Circuito 
para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira. 
Segunda instancia NO 
Incidente de reparación 
integral SI 
1.2. Hechos Jurídicamente Relevantes 
El joven J.A.Y.B formula denuncia en contra de J.A.Q.M., informando que se encontraban en un 
grupo de 8 compañeros jugando a tirarse terrones y piedras, impactando una en su ojo izquierdo 
lanzada por J.A.Q.M y que no mediaba entre ellos problema alguno. Según dictamen de 
medicina legal se concluyó, entre otras, secuelas perturbación funcional del órgano de la visión 
de carácter permanente, dada la perdida de agudeza visual.  
1.3. Problema Jurídico  
Imposición de sanción que en derecho corresponda ante el allanamiento a cargos en audiencia de 




1.4. Normas Jurídicas Relevantes para el caso  
Ley 599 de 2000 artículos 111, 112 inc.2, 120. 
Ley 906 de 2004 artículos 33 y 381 
Ley 1098 de 2006 artículos 139, 140, 178, 179, 184  
1.5. Decisión 
PRIMERO. Imponer sanción a J.A.Q.M (…) consistente en la PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
SOCIALES A LA COMUNIDAD, por u término de 2 meses, (…) 
SEGUNDO. El adolescente está obligado a cumplir la sanción, en el horario y lugar que le sea 
asignado, so pena que le sea modificada por la privación de la libertad. Se coordinará, con el 
ICBF y las trabajadoras sociales adscritas al despacho, para que se cumpla la misma y se informe 
oportunamente de su resultado. 
TERCERO. De conformidad con lo previsto en la Ley 1395 de julio 12 de 2010, la víctima podrá 
intentar la reparación integral de perjuicios una vez cobre ejecutoria la presente sentencia. 
2. ARGUMENTOS JURÍDICOS - CONSIDERACIONES 
Con fundamento en los hechos, existe convencimiento más allá de toda duda razonable sobre la 
omisión de la conducta de lesiones personales culposas, acreditadas con el dictamen médico 
legal, denunciado por la víctima y aceptada por el agresor de manera consciente, libre y 
voluntaria dentro de la audiencia de formulación de imputación, con todas las garantías 
procesales y constitucionales, con defensa técnica y ante una conducta imprudente causó las 
lesiones culposas tipificadas en la norma sustantiva penal, como se desprende de los testimonios 
practicados y probados. En virtud de la imputabilidad del transgresor de la norma penal en 
armonía con su condición de menor de edad objeto de trato diferenciado por el Código de la 
Infancia y la Adolescencia (art. 140) se aplican los fines pedagógicos que contribuyan a su vida 
en sociedad. 
3. ESTUDIO SOCIO-FAMILIAR 
La defensoría de familia, (…) concluyo que es un adolescente de 17 años, con familia extensa, 
los abuelos maternos y tía asumieron su cuidado y crianza, ante la ausencia de los progenitores, 
lo que hizo que no contara con afecto, apoyo y orientación.  El adolescente tiene sus derechos 
garantizados, tiene interés en continuar con sus estudios, considerando que es la única forma de 
mejorar su calidad de vida, no es consumidor de SPA, aunque reconoció que hizo exploración al 
respecto; presenta un nivel adecuado en su estructura de personalidad; la estabilidad emocional 
se vio afectada al haber participado con sus padres en juego de adolescentes y como 
consecuencia de ello, haber afectado su integridad física de uno de sus amigos, lo que ha 
generado una serie de inseguridades y temores.  Es por lo anterior, que sugiere como sanción la 
PRESTACION DE SERVICIOS A LA COMUNIDAD, por cuanto no tiene problemas de 
drogadicción, acata las normas, se encuentra estudiando y está consciente del error cometido.  
4. INCIDENTE DE REPARACIÓN INTEGRAL 
4.1 Calificación jurídica 
La conducta endilgada por la fiscalía y aceptada por el procesado, se encuentra tipificada como 





4.2 Fundamento legal 
Código penal:  Artículo 194. 
Código de procedimiento penal:  Artículo 137 numeral 7. 
Código de la infancia y la adolescencia:  Articulo 170. 
4.3 Procedimiento 
Como la pretensión solo fue de índole económica por parte del incidentista, concerniente a los 
perjuicios materiales y morales sufridos por el mismo, el despacho solo accedió a ordenar su 
cancelación por parte del condenado y su representante legal en la medida que obraron en lo 
actuado pruebas idóneas que acrediten tales perjuicios; por lo tanto, el juez indica que no puede 
fundamentar tales perjuicios basados solamente en conocimiento meramente subjetivo. 
El juzgador toma en cuenta pruebas testimoniales con relación a la poca capacidad económica de 
los padres del adolescente que cometió la conducta para responder por cualquier suma que le sea 
impuesta. 
4.4 Fallo 
PRIMERO.  ACCEDER A LAS PRETENSIONES INDEMNIZATORIAS, en la cuantía aludida 
en la parte motiva, demandadas a través de su representante legal, por el adolescente J.A.A.B, 
formuladas contra el joven J.A.Q.M, en solidaridad con su progenitor señor M.Q.V, por haber 
sido encontrado responsable del delito de LESIONES PERSONALES CULPOSAS, siendo 
víctima el incidentista. 
SEGUNDO:  Corolario de lo anterior, se condena la joven J.A.Q.M a pagar en solidaridad con su 
progenitor señor M.Q.V como perjuicios de orden material en favor del joven J.A.A.B. en la 
suma de CIENTO VEINTE MIL PESOS ($120.000) Y COMO PERJUICIOS MORALES, el 
equivalente a VEINTE (20) SALARIOS MINIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES para 
el año 2012 ($566.700), fecha de ocurrencia de los hechos; o sea la suma de ONCE MILLONES 
TRESCIENTOS TREINTA Y CUATRO MIL PESOS ($11.334.000). 
(…)  
5. COMENTARIO 
En tratándose del delito de lesiones culposas entre adolescentes cuyo victimario le es aplicable el 
SRPA, resulta fundamental para la toma de daciones con respecto a la sanción a imponer lo 
establecido por la defensoría de familia en su informe relacionado con el estudio de la situación 
familiar, económica, social, psicológica y cultural del joven infractor amparado en las 
disposiciones legales del código de la infancia y la adolescencia dejando a la judicatura lo 
concerniente a la calificación jurídica y aspectos procesales reflejado en las consideraciones y 
como resuelve el problema jurídico. 
En cuanto al incidente de reparación integral es claro que solo se tiene interés en el aspecto 
indemnizatorio dejando de lado el aspecto moral y social, pese a que la sanción impuesta es la 
prestación de servicios a la comunidad por un periodo de dos meses y no se avizora ninguna 
dinámica grupal o individual en la que víctima y victimario generen situaciones reales de perdón 
y garantía de no repetición.   
Fuente: Diseñado por los investigadores 
 
Rejilla de análisis jurisprudencial 2. 




Nombre victimario  A.M.M.G 
Nombre víctima C.A.D.M 
Fecha de los hechos 27 de julio de 2014  
1. CONTEXTO 
1.1. Identificación 
Número Radicado 66001-60-01248-2014-00702 febrero 20 de 2015. 
Juez de conocimiento 
Samuel Hernández Hernández - Juzgado Primero Penal del Circuito 
para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira. 
Segunda instancia NO 
Incidente de reparación 
integral SI 
1.2. Hechos Jurídicamente Relevantes 
El 27 de julio de 2014 a las 2:20 horas de la madrugada en vía pública u n grupo de taxistas 
retienen a dos jóvenes señalados de momentos antes intimidar a otro joven con armas corto 
punzantes, despojándolo de sus pertenencias; entre ellos un menor de edad identificado como 
A.M.N.G de quince años de edad.  La víctima, C.A.D.M. indico que, al salir de una discoteca en 
compañía de su pareja, lo abordaron cuatro sujetos, entre ellos el menor de edad quienes lo 
intimidan con armas blancas, lo tiran al suelo, recibió puntapiés, le hicieron una herida en la 
cabeza y le hurtaron el celular y la billetera.  
1.3. Problema Jurídico  
Imposición de sanción que en derecho corresponda ante el allanamiento a cargos en audiencia de 
formulación de imputación por el delito de hurto calificado y agravado. 
1.4. Normas Jurídicas Relevantes para el caso  
Ley 599 de 2000 artículos 239, 240 inc. 2 y 241 numeral 10 
Ley 906 de 2004 artículos 33 y 381 
Ley 1098 de 2006 artículos 139, 140, 157, 177, 186 y 187 
1.5. Decisión 
PRIMERO. Imponer al adolescente A.M.M.G la sanción consistente en INTERNAMIENTO EN 
MEDIO SEMICERRADO MODALIDAD SEMI INTERNADO, por un término de DIEZ (10) 
MESE, por haber encontrado coautor responsable de la conducta punible de HURTO 
CALIFICADO Y AGRAVADO siendo ofendido el patrimonio económico del joven C.A.D.M, 
esto por lo dicho en la parte motiva de esta providencia. 
SEGUNDO: El adolescente está obligado a continuar vinculado por igual término a los 
programadas de atención especializada a los que está siendo sometido dentro de la institución 
“Nuevo Amanecer” en especial debe seguir recibiendo el tratamiento terapéutico tan necesario 
para su recuperación, programa que son supervisados y orientados por el ICBF. De incumplir la 
sanción injustificadamente, le será modificada por la privación de la libertad. 
TERCERO. De conformidad con lo previsto en la Ley 1395 de julio 12 de 2010, la víctima podrá 
intentar la reparación integral de perjuicios una vez cobre ejecutoria la presente sentencia. 




Con fundamento en los hechos y la intervención de los demás sujetos procesales procede el 
despacho a verificar los elementos para proferir un fallo condenatorio a las luces del artículo 381 
del código de procedimiento penal, partiendo del informe policial que da cuenta de la captura del 
adolescente en situación de flagrancia, momentos después de haber cometido la conducta punible 
en compañía de tres personas más.  El procesado por iniciativa propia de manera consiente, libre 
y voluntaria dentro de la audiencia de formulación de imputación, acepto los cargos con el lleno 
de los requisitos procesales y constitucionales.  Por ser el imputado menor de quince años al 
momento de la comisión del ilícito le es aplicable lo regulado por la ley 1098 de 2006 en aras de 
que recapacite sobre su conducta y comportamiento individual y social para que logre salir a 
delante y construir un proyecto de vida claro. 
3. ESTUDIO SOCIO-FAMILIAR 
La defensoría de familia indica que A.M.M.G creció en el seno de una familia extensa, línea 
materna, en cabeza de la abuela, quien ha sido su cuidadora de crianza. Dentro de los aspectos 
relevantes que han afectado su proceso de desarrollo mental y emocional, se encuentra en 
abandono de la progenitora, quien ha sido alejada de su rol en la crianza de sus hijos, pues en los 
pocos espacios que compartió con ellos, presento conducta de consumo de sustancias 
psicoactivas, ello quizá fue lo que motivo a la adolescente para que desdibujara a su progenitora 
como figura afectiva y de autoridad. A demás presenta una mala estructura de su personalidad, 
falta de acompañamiento de su figura paterna, víctima de acciones de maltrato tanto física como 
verbal de sus padres con predominio de ejercer la autoridad de manera severa y punitiva; 
sumándole al joven debilidad de carácter y las tendencias sexuales, víctima de mofa y vacíos 
emocionales con series dificultades de índole adaptativo, inestabilidad emocional, tendencia 
depresivas e impulsivas, consumo de SPA, búsqueda de pares de influencia negativa, actuando 
bajo sublime albedrio utilizando prácticas de conducta de calle. Se recomienda que continúe con 
comunidad terapéutica para que adquiera herramientas que lo fortalezcan, al igual que a su 
familia y el internamiento en medio semi cerrado modalidad semi interno. 
4. INCIDENTE DE REPARACIÓN INTEGRAL 
4.1 Calificación jurídica 
La conducta indilgada por la fiscalía y aceptada por el procesado, se encuentra tipificada como 
delito en el código penal en el artículo 239, el código con circunstancias de calificación y 
agravamiento en los artículos 240 insiso2 y 241 numeral 10 por la coparticipación criminal 
susceptible de reparar el daño (artículo 94). En concordancia con el código de procedimiento 
penal articulo 137 numeral 7 y el código de la infancia y adolescencia en su artículo 170. 
4.2 Fundamento legal 
Bajo el mecanismo de la solución alternativa de conflictos provistos para la conciliación el 
juzgado le imparte aprobación a dicha figura jurídica como una forma anticipada de terminar el 
tramite incidental, en virtud a que la conducta ilícita afecto el patrimonio económico y que su fin 
al presentar el incidente es que se le repare los perjuicios recibidos con el actuar delictivo del 
demandado, esta pretensión se ve alcanzada cuando entre las partes se llegan a un arreglo o 






Siguiendo las reglas de la conciliación víctima y victimario acuerdan amigablemente una 
indemnización de perjuicios por la suma de CUATROSCIENTOS MIL PESOS ($400.000). 
4.4 Fallo 
PRIMERO. APROBAR EL ACUERDO a que llegaron las partes en este trámite incidental en 
audiencia de conciliación se librada en este mismo despacho el día 22 del año en curso. 
SEGUNDO. Corolario de lo anterior, el joven A.M.M.G. con su abuela señora L.S.M.R. (…) se 
obligan solidariamente a pagar la suma de CUATROSCIENTOS MIL PESOS  
($400.000) por concepto de perjuicios por el delito cometido, en favor del ofendido C.A.D.M. 
esta suma será cancelada por los primeros, en cuatro cuotas de CIEN MIL PESOS ($100.000) 
cada una el día 20 de cada mes, empezando en agosto del 2015 en la cuenta de la víctima. 
5. COMENTARIO 
Con forme a lo observado en el presente caso pese a que se infringieron algunas lesiones a la 
víctima y se puso en riesgo su integridad y seguridad personal, no se avizora en la sentencia 
como tampoco en el incidente de reparación integral los elementos morales y sociales que la 
conforman, circunscribiendo la reparación a lo netamente económico. Por su parte la defensoría 
de familia hace valer su recomendación de la sanción en centro semi cerrado bajo la modalidad 
semi internado como una forma de reestablecer las dificultades sociales y familiares del 
victimario dejando de lado por completo todo lo concerniente a la víctima y el alcance de sus 
derechos, como también los de la sociedad que seguirá observando a un adolescente infractor en 
las calles sin que medie un arrepentimiento real y efectivo de su comportamiento ilícito, 
recordando a demás que el joven es susceptible de la influencia de pares y adultos en la comisión 
de conductas delictivas  
Fuente: Diseñado por los investigadores 
 
5.6 UNIDAD DE ANÁLISIS (la aplicación del elemento de reparación en la Justicia 
Restaurativa en el municipio de Pereira) 
 
En atención al enfoque del estudio de corte cualitativo, se propone como unidad de 
análisis el estudio de caso (lesiones personales y hurto calificado y agravado) del total 
registrado en el Juzgados Primero y Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con 
Función de Conocimiento de Pereira que culminaron con incidente de reparación integral el 
periodo de estudio (2012-2017), que por sus características tuvieron la posibilidad de ser 
estudiados; dirigiéndose la muestra a la forma como termina el suceso para las víctimas, sobre 
lo cual se recolectaron los datos; es decir, lo que Muñoz Razo (2011) define como los temas 
de investigación de carácter teórico conceptual, el objeto de estudio concentrado en el análisis 
de leyes, teorías, conceptos y conocimientos de una temática específica, ubicada dentro de una 
disciplina de estudios (p. 93). En otras palabras, el propósito es examinar, bajo un enfoque de 




aquello que permita determinar la correcta aplicabilidad científica de lo que se está 





Los investigadores respetuosos de la Constitución y las leyes vigentes en materia del 
tratamiento de la información, donde este comprometido un menor de edad, se acoge a los 
lineamientos previstos en el Concepto 56 de 3 Junio de 2016 emanado por el ICBF para la 
Subdirectora de Responsabilidad Penal para Adolescentes, sobre la procedencia de levantar la 
reserva que acompaña los datos sensibles de los adolescentes y jóvenes del SRPA, trayendo a 
colación en primera instancia lo dispuesto por la Ley Estatutaria 1581 de 2012, por la cual se 
dictan disposiciones generales para la protección de datos personales, que estableció las 
distinciones entre dato personal, dato sensible y la confidencialidad que se predica de estos 
datos, así como las obligaciones de las entidades que administran bases de datos en las que se 
contenga información de esta naturaleza, y en atención a lo anterior, el artículo 6 ídem prohíbe 
el tratamiento de datos sensibles salvo algunas excepciones relacionadas con la autorización 
del titular, la salvaguarda de su interés vital cuando se encuentre incapacitado o cuando el 
tratamiento tenga una finalidad histórica, estadística o científica o sea necesario para el 
reconocimiento, ejercido o defensa de un derecho en un proceso judicial, siendo el caso 
particular el interés estadístico y científico de la investigación. 
Respecto de los datos de los niños, niñas y adolescentes, el artículo 7 ídem establece la 
prohibición del tratamiento de sus datos personales, salvo aquellos que tengan naturaleza 
pública, comprometiéndose los investigadores a no revelar este tipo de datos, utilizar sólo las 
iniciales del menor en caso de que se requiera y centrarse en lo correspondiente a las formas 
utilizadas por el SRPA para la reparación de las víctimas bajo el modelo de justicia 
restaurativa. 
 
Por su parte La Ley 1098 de 2006 en sus artículos 75, 81, 153 y 159 precisa expresamente 
cuáles son los documentos y actuaciones realizadas por autoridades administrativas que están 




adolescentes, con el objeto de garantizar sus derechos constitucionales fundamentales a la 
intimidad y dignidad. En el caso particular y concreto se acoge lo dispuesto para la reserva de 
las diligencias (artículo 153), para fines netamente académicos, reiterando la guarda de 
identidad del procesado, imagen o cualquier otro dato que permita deducir los implicados. 
 
Las demás consideraciones éticas propias de la investigación cualitativa, para trabajos 
académicos y siguiendo lo dispuesto en las normas APA, los investigadores se comprometen a 
respetar los derechos de autor, la información y los resultados que se desprendan de la misma, 
haciendo énfasis en los valores específicos, reconociendo la subjetividad de los sujetos como 
parte constitutiva de su proceso indagador. Ello implica que las ideologías, las identidades, los 
juicios y prejuicios, y todos los elementos de la cultura guardarán un margen cercano a la 
mayor imparcialidad posible, buscando cumplir los propósitos propios que demanda la 
investigación jurídica, siguiendo con rigurosidad los lineamientos de la Universidad Libre 




7. ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE RESULTADOS 
 
 7.1 LOS CONTENIDOS DE LA REPARACIÓN A PARTIR DEL SRPA. 
 
 Como se indicó en el marco referencial visto en líneas anteriores, tanto la comunidad 
internacional, a través del Centre for Justice and Reconciliation PFI (2016), como Llobet 
Rodríguez (2005), ubican la reparación en el contexto de los principios aparejados a los 
programas restaurativos que se caracterizan por valores claves intrínsecos del sistema, donde 
se espera que el adolescente incurso en una conducta penalizada por la norma sustantiva, tome 
medidas a fin de reparar el daño que haya causado, bien sea directamente y/o por quien lo 
representa legalmente. 
 
Lo anterior debe entenderse en Colombia, como lo expresa Márquez Cárdenas (2006), 
identificado con el conjunto de principios orientados hacia la protección de los Derechos 




Sentencias C-228 de 2002 y C-805 de 2002 ha establecido que la víctima o perjudicado por un 
delito, en este caso dentro del SRPA, no sólo tiene derecho a la reparación económica de los 
perjuicios que se le hayan causado, sino que además tiene derecho a que se establezca la 
verdad, se haga justicia y se garantice la no repetición, que no son cosa distinta, a la 
integralidad que comporta la reparación y la ponderación entre el artículo 140 de la Ley 1098 
de 2006 (la garantía de aplicar la justicia restaurativa), es decir, el interés superior del menor, 
y por remisión normativa el derecho de la víctima (Ley 906 de 2004 Artículo 518 inc. 2) que 
espera un resultado restaurativo, encaminado a atender las necesidades y responsabilidades 
individuales y colectivas de las partes. 
 
Conforme a lo anterior y de acuerdo a la información recopilada en los Juzgados Primero y 
Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, que 
registraron incidente de reparación integral, en el periodo de estudio (2012-2017) se 
descomponen los factores observados como sigue, haciendo énfasis en lo hallado en los casos 
de lesiones personales culposas y hurto calificado y agravado. 
 
 7.1.1 Componente moral en la reparación a las víctimas 
 
 La protección al derecho de reparación, puede significar para unas personas, y dependiendo 
del delito, en una remuneración económica en la cual se discriminen los daños materiales y 
morales ocasionados por la conducta punible, conforme a lo establecido en el Artículo 94 de 
la Ley 906 de 2004, debido a los perjuicios sufridos con ocasión del hecho delictual; pero hay 
ciertos casos donde la victima lo único que desea escuchar es el ‘perdón’. También se han 
dado casos, cuando hay daño, donde para la (s) víctima (s) es procedente la elaboración de un 
monumento a fin de no olvidar el suceso y mantener presente a las personas que sufrieron o 
murieron. 
 
 En este contexto la Corte Constitucional Colombiana a establecido en diversas sentencias, 
entre ellas la sentencia C-839 de 2013 analizada, las reglas y sub reglas dentro del derecho de 





[…] (iii) El derecho a la reparación de las víctimas es integral, en la medida en que se 
deben adoptar distintas medidas determinadas no solo por la justicia distributiva sino 
también por la justicia restaurativa, en cuanto se trata de la dignificación y restauración 
plena del goce efectivo de los derechos fundamentales de las víctimas; (…) (vi) La 
reparación integral incluye además de la restitución y de la compensación, una serie de 
medidas tales como la rehabilitación, la satisfacción y garantías de no repetición. (…); 
medidas simbólicas destinadas a la reivindicación de la memoria y de la dignidad de las 
víctimas; (…); (ix) En su dimensión colectiva la reparación se obtiene también a través 
de medidas de satisfacción y carácter simbólico o de medidas que se proyecten a la 
comunidad; (xi) El derecho a la reparación desborda el campo de la reparación 
económica, e incluye además de las medidas ya mencionadas, el derecho a la verdad y a 
que se haga justicia.  
 
 Así las cosas, y conforme a los lineamientos del Ministerio de Justicia, referenciado en el 
Estado del Arte o estado actual, vistas en los dos casos objeto de estudio, el componente moral 
es inexistente, así se desprende de lo consignado en las sentencias Radicado 6601-60-01248-
2013-00198 de diciembre 9 de 2013 y Radicado 66001-60-01248-2014-00702 de febrero 20 
de 2015, donde las acciones encaminadas a atender las necesidades del afectado por la 
conducta punible en éste componente no se avizoran ni en forma individual y mucho menos 
proyectada a la comunidad, centrándose los fallos solo en el proceso resocializador del 
victimario en aras de que recapacite, pero sin un seguimiento claro o contundente por parte de 
la judicatura, dejando todo en manos de los padres y/o cuidadores y a los programa que son 
supervisados y orientados por el ICBF, sin una retroalimentación a las víctimas.    
 
 Lo anterior, se puede corroborar al observar el contexto, donde de los 17 casos tomados en 
referencia con incidente de reparación integral, 8 terminaron con desistimiento de las 
víctimas, 3 en conciliación (2 lesiones personales y 1 hurto calificado), 4 en reparación 
económica (3 lesiones personales y un hurto calificado) y 2 en trámite (actos sexuales con 
menor), que se desconoce su final, con una clara ausencia del componente moral de la 





 La lectura por analogía que se da en los casos precedidos con incidente de reparación 
integral, es que existe una alta probabilidad de que en los más graves (homicidio, tentativa de 
homicidio y acceso carnal violento) la víctima no cierre el ciclo y desista del objeto del mismo 
más allá del fallo de culpabilidad, quedando la justicia y reparación, en términos de sanciones 
ajustadas al SRPA, en un llamado inocuo lejos del resarcimiento que García Gomis (2009) 
advierte como deber ser en el marco teórico, lo que hace que se trunque la participación de la 
víctima y su intervención procesal diferente a la pretensión económica, confirmando lo 
asegurado por Farfán Ballesteros (2016), de que en la práctica resulta imposible darle el 
carácter de ‘integral’ a la reparación, sino existe una reflexión genuina y sincera del 
victimario. 
 
 Luego entonces, el ‘perdón’ como símbolo de la reparación moral es mínimo o no se 
encuentra presente en los incidentes de reparación; es más, la (s) víctima (s) prefieren no 
asumir el papel activo en el proceso expresando sus necesidades de reparación, así se 
desprende de la desproporción por los 1.263 casos en el SRPA de Pereira en el periodo 2012-
2017, con tan solo 17 reclamaciones en el mismo periodo y evidenciado en los dos casos 
analizados (Radicado 6601-60-01248-2013-00198 de diciembre 9 de 2013 y Radicado 66001-
60-01248-2014-00702 de febrero 20 de 2015).  
 
 7.1.2 Componente individual en la reparación a las víctimas 
 
 Dentro de las finalidades del incidente de reparación está el derecho de satisfacer 
integralmente a la (s) víctima (s) entendido, según la ONU, como la adopción de medidas 
individuales relativas al derecho: (i) a la restitución, (ii) a la indemnización, (iii) a la 
rehabilitación, (iv) a la satisfacción y (v) a la garantía de no repetición.  
 
 Para el caso puntual objeto de estudio, el SRPA en los Juzgados Penales de Circuito de 
Pereira, según el análisis puntual de la muestra, este componente sólo se circunscribe a la 
indemnización pecuniaria de las víctimas, pues en ninguno de los dos sumarios (lesiones 
personales culposas y hurto calificado y agravado), se alcanza la restitución del perjuicio 




incidente de reparación. En igual sentido, la rehabilitación brilla por su ausencia, pues en la 
sentencia la judicatura no contempla la asistencia a la víctima por parte de ninguna institución 
del Estado o en su representación (EPS, IPS, ICBF, Medicina Legal u otra) para que se atienda 
en su persona, sobre todo en las secuelas psicológicas que produce el perder un órgano de la 
visión o el shock postraumático de ser asaltado he intimidado por 4 sujetos con armas corto 
punzantes, lo que en ultimas genera insatisfacción personal y la sensación de inseguridad en 
que pueda repetirse. 
 
 Es oportuno indicar que en estos casos el adolescente condenado y su representante legal 
fueron los llamados a responder por los montos establecidos o conciliados, conforme lo 
instituye el artículo 170 del Código de Infancia y Adolescencia. Al respecto, como se indicó 
desde el marco de referencia, la legislación civil atribuye la responsabilidad de los padres por 
los daños ocasionados por sus hijos (artículo 2348), de allí que los compromisos pecuniarios 
dependieron de la capacidad económica de los padres para resarcir el daño, pero no se les 
involucra más allá a ser proveedores del recurso, sin evidencia de otra participación en el 
sentido de que participen en la satisfacción y no repetición de las conductas de sus 
representados. 
 
Está claro entonces que el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes que 
introduce los principios de la Justicia Restaurativa como pilar de su funcionamiento, busca 
que las modalidades de sanción se ajusten al objetivo de no castigo tradicional, sino la 
búsqueda de la resolución de conflictos inmediatos o puntuales. Puede decirse que en teoría se 
busca una forma más humana de hacer justicia, incluyendo a los agentes intervinientes tanto el 
agresor adolescente, la víctima y la sociedad; pero se queda corto en su objetivo final de 
vincular la víctima como sujeto activo dentro del proceso penal, pues como se observa en los 
casos analizados se queda solo en lo pecuniario, bien sea desde la conciliación o allanamiento 
a cargos, sin ningún otro tipo de resarcimiento que lo lleve a la satisfacción individual.  
 
Como se evidencia del registro y análisis de contexto, la justicia restaurativa promueve el 
uso de mecanismos y procesos más pedagógicos para los adolescentes que incurrieron en una 




frente al sistema judicial tradicional o retributivo que ha caracterizado al derecho penal, por 
tanto aparece como una respuesta crítica a esta forma de hacer justicia, donde opera el castigo 
sin solucionar el conflicto ocasionado (no satisfacción), lo que a la vez se convierte en una 
causal para el bajo, casi inexistente utilización del incidente de reparación integral en su 
componente individual, sólo con algunos efectos indemnizatorios. 
Es oportuno traer a colación el pronunciamiento de la Honorable Corte Constitucional en 
Sentencia C – 203 de 2005, con ponencia del magistrado Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, 
cuyo problema jurídico gira en torno a la responsabilidad penal del menor de edad sujeto a 
garantías inspiradas en el interés superior del menor, que sentó bases jurisprudenciales para el 
actuar de la justicia restaurativa; destacándose entonces que el resarcir se circunscribe a lo 
posible y con la proporcionalidad del caso, lo que ha sido interpretado, según los casos 
analizados, solo a la capacidad económica de los representante legales llamados a responder 
por el ilícito de su prohijado, lo que lleva a explicar que el componente individual de 
reparación sea visto como una mera indemnización pecuniaria en la medida de la capacidad 
económica de los progenitores o custodios, dejando de lado los demás componentes y la 
corresponsabilidad del Estado como garante de todos los ciudadanos, pues recuérdese que el 
artículo 42 constitucional le abroga esa responsabilidad compartida en su orden a la familia, el 
Estado y la sociedad.  
 
 7.1.3 Componente colectivo en la reparación a las víctimas. 
 
 Partiendo de que el SRPA convoca la corresponsabilidad y la concurrencia de todos los 
actores, con acciones conducentes a garantizar el ejercicio de los derechos de los adolescentes 
incursos en delitos, también lo son a la hora de sublimar la tradicional forma de castigo, en 
palabras de Jakobs (1985) y Rivera Beiras (2005), citados en el marco de referencia, acápite 
Derecho penal juvenil, es el reino de la prevención especial, y su sustitución por medidas no 
punitivas una consecuencia preventiva especialmente conveniente; por lo tanto transferir la 
pena efectiva tradicional a otras instancias aceptadas por el colectivo social, resulta un proceso 





 La anterior reflexión se sustenta en primera instancia en la misma Ley 1098 de 2006 en sus 
artículos 75, 81, 153 y 159 donde se precisa que en aquellos eventos en los que se encuentren 
involucrados niños, niñas o adolescentes, con el objeto de garantizar sus derechos 
constitucionales fundamentales a la intimidad y dignidad se restringen muchas actuaciones 
dirigidas al conocimiento de la comunidad donde se desenvuelve el menor; en segundo lugar, 
según el Ministerio de Justicia (2015), la tradición jurídica ha quitado la competencia de 
resolver el conflicto a las partes y se lo ha derivado a un juez imparcial “omnipotente”, quien 
lo debe resolver de la manera más objetiva (p. 169). Pues bien, de una inadecuada apropiación 
del derecho, donde el interés superior del menor es entendido en una sola vía 
(restablecimiento de derechos), el resarcir como obligación queda supeditado a un segundo 
plano de liberalidad, sin una política pública clara que permita el seguimiento de los cambios 
de comportamiento del adolescente, donde la judicatura intervenga más allá del simple 
anuncio de que en caso de incumplimiento será privado de la libertad, pues como se observa 
en las sentencias estudiadas se anuncia una coordinación con el ICBF y las trabajadoras 
sociales adscritas al despacho para que se cumplan medidas como la prestación de servicios 
sociales a la comunidad, pero no su modalidad, en qué circunstancias, intensidad, 
participación de la víctima, u otro, quedando solo en una consigna reglamentaria protocolaria.  
 
 En ese orden de ideas, la reparación colectiva dista considerablemente de verse 
reflejada en la sociedad; por el contrario, las obligaciones de la misma sociedad consignadas 
en el artículo 40 del Código de Infancia y la adolescencia en cuanto a la participación en el 
seguimiento y control de las políticas públicas, entre ellas la política criminal, aún se 
encuentra en lo que Ferrajoli (1995) denominó en el orden penal como el nacimiento de los 
grandes principios garantistas reivindicados, y Jiménez de Asúa (1965) la nueva ideología en 
el campo minoril, conservando un carácter paternalista y asistencialista de modelos 
protectores y tutelares, en el marco de acción penal sobre los adolescentes trasgresores de la 
Ley penal, con la preeminencia de la protección al menor frente al ius puniendi del Estado. 
 
Es claro que la normativa (Ley 1098 de 2006 y por remisión de justicia restaurativa a la 
Ley 906 de 2004), las directrices del Ministerio del Interior para el SRPA y los lineamientos 




internacionales, pero el aparato judicial, en este caso los Juzgados Primero y Segundo Penal 
del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, deberían contar 
como lo dice García Gomis y otros (2016), con un equipo técnico amplio de profesionales en 
psicología, educadores y trabajadores sociales, articulados y sistematizados para tomar las 
decisiones con respecto al tipo de sanción y lo mecanismos restauradores de solución, y en ese 
contexto las víctimas y la comunidad participaría en los procesos restauradores, llevando al 
menor a responsabilizarse y resarcir a las víctimas o perjudicados, como una forma de 
observar la justicia y no como se percibe actualmente en beneficio del victimario. 
 
 7.2 TRASCENDENCIA DE LA REPARACIÓN EN EL CONTEXTO 
RESTAURATIVO PROPIO DEL SRPA PEREIRA.  
 
 Es importante iniciar la discusión en este punto, indicando el deber ser del SRPA, como 
bien lo expresa Cárdenas (2009) refiriéndose a la doctrina social sobre la justicia restaurativa, 
ésta da una nueva mirada a la justicia penal, o como se ha mencionado a lo largo del trabajo 
de investigación, busca reparar el daño causado a las personas y a las relaciones, más que en 
castigar a los delincuentes (p.59), es decir, se acerca a una justicia reparadora, en busca de 
resolver colectivamente el conflicto ocasionado por el delito, tratando sus consecuencias y sus 
implicaciones para el futuro. 
 
 La Ley 906 de 2004 hace énfasis en dos conceptos: en el proceso y en el resultado 
restaurativo, como se aprecia en el artículo 518 de la mencionada ley, donde se indica:  
 
Se entenderá por programa de justicia restaurativa todo proceso en el que la víctima y el 
imputado, acusado o sentenciado participan conjuntamente de forma activa en la 
resolución de cuestiones derivadas del delito en busca de un resultado restaurativo, con 
o sin la participación de un facilitador.  
Se entiende por resultado restaurativo, el acuerdo encaminado a atender las necesidades 
y responsabilidades individuales y colectivas de las partes y a lograr la reintegración de 
la víctima y del infractor en la comunidad en busca de la reparación, la restitución y el 





 Pero además investigadores como Cárdenas (2009), ya citado aclaran: La justicia 
restaurativa no es justicia de pequeñas causas o para delitos cometidos por menores, como 
tampoco es un proceso abreviado, es una visión y una posición radical y diferente del 
derecho penal tradicional. (p.60). 
 
Es así como, al analizar los dos casos seleccionados como muestra; se hace necesario 
recordar que el SRPA busca que las modalidades de sanción se ajusten a los principios de la 
Justicia Restaurativa, partiendo de la transformación del sistema (retributivo a restaurativo), 
bajo los parámetros de la justicia transicional, observando como primer paso el 
reconocimiento de culpabilidad, evidenciado en los casos del municipio de Pereira a través del 
allanamiento a cargos en la audiencia de imputación, que según lo afirma Angulo González 
(2006), son base legal de la obligación de reparar, y que debe además tener en cuenta los 
principios aparejados a los programas restaurativos caracterizados por cuatro valores clave: 
Encuentro, Reparación, Reintegración, Inclusión (PFI, 2016, Introducción). 
 
 En teoría, el alcance de la reparación en el sistema debe guardar identidad con la 
Declaración de Leuven en 1997, sobre justicia juvenil restaurativa que fuera tomada por 
Kemelmajer de Carlucci y definida como: un proceso en el que todas las partes implicadas en 
un determinado delito resuelven colectivamente cómo manejar las consecuencias de ese delito 
y sus implicaciones para el futuro. (Binder, 2006, p.89), pero que desafortunadamente en los 
casos objeto de estudio (Radicado 6601-60-01248-2013-00198 de diciembre 9 de 2013 y 
Radicado 66001-60-01248-2014-00702 de febrero 20 de 2015) no se encuentran claramente ni 
los valores ni la resolución colectiva del delito y menos sus consecuencias. 
  
 Pese a que la legislación penal colombiana entiende por justicia restaurativa todo proceso 
en el que la víctima y el imputado, acusado o sentenciado participan conjuntamente en forma 
activa en la resolución de cuestiones derivadas del delito en busca de un resultado 
restaurativo, con o sin la participación de un facilitador (Ley 906 de 2004, Artículo 518) en 




victimario o su representante legal tiene los recursos para hacerlo, de lo contrario se queda 
como un saludo a la bandera en la sentencia y el incidente de reparación integral. 
 
 Se observa entonces que tanto en la Declaración de Leuven, como la legislación penal 
colombiana, el objetivo no es de castigo, sino la búsqueda de la resolución de conflictos. 
Puede decirse que se busca una forma más humana de hacer justicia, incluyendo a los agentes 
intervinientes, tanto el agresor adolescente, como la víctima y la sociedad. Su objetivo final es 
vincular la víctima como sujeto activo dentro del proceso penal, la conciliación y la reparación 
de los daños.  
 
 En ese orden de ideas, la Justicia Restaurativa promueve el uso de mecanismos y procesos 
más pedagógicos para los adolescentes que incurrieron en una conducta punible, de tal manera 
que se plantea como “justicia alternativa” frente al sistema judicial tradicional o retributivo 
que ha caracterizado al derecho penal, por tanto, la Justicia Restaurativa aparece como una 
respuesta crítica a esta forma de hacer justicia, donde opera el castigo sin solucionar el 
conflicto ocasionado. 
 
 7.2.1 Contexto restaurativo del SRPA Pereira. 
 
 Los argumentos expuestos aplicados no solo a los dos casos referenciados, sino también al 
contexto de los registrados por la Subdirección de Responsabilidad Penal, Subdirección de 
Risaralda para el municipio de Pereira (1.263 casos), con incidente de reparación integral (17), 
para el periodo en estudio del año 2012 a 2017, explican el alcance de la reparación en el 
contexto restaurativo propio del SRPA Pereira evidenciado en la desproporción entre las 
cifras; primero porque como se indicó anteriormente la participación de las víctimas a través 
del trámite incidental es incomprendido por factores culturales; y segundo, porque en el 
proceso restaurador del ‘Encuentro’, al crearse oportunidades con el propósito de que 
víctimas, adolescentes transgresores de la ley y miembros de la comunidad (representados por 
las instituciones intervinientes restablecedoras de derechos) se reúnan a conversar acerca del 
delito y sus consecuencias (PFI, 2016, Introducción), si es que deseen hacerlo, optan por no 




conciliación del hurto calificado y agravado en las instalaciones del Juzgados Primero del 
Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, lo que confirma la 
afirmado. 
 
Está claro que como se evidencia en los casos de referencia, los adolescentes inmersos en 
el delito se encuentran en situación de vulnerabilidad (estudio socio-familiar), uno con la 
ausencia de los progenitores, lo que hizo que no contara con afecto, apoyo y orientación y otro 
abandonado por la progenitora, a cargo de la abuela, sumándole al joven debilidad de carácter 
y las tendencias sexuales, víctima de mofa y vacíos emocionales con serias dificultades de 
índole adaptativo, inestabilidad emocional, tendencia depresivas e impulsivas, consumo de 
SPA, búsqueda de pares de influencia negativa, entre otras situaciones, tal como lo advierte 
las denominadas Reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de las personas en condición de 
vulnerabilidad, que de una u otra forma los lleva y ubica en el contexto delictual. 
 
Así lo ratifica Castaño Mesa (2007) y el Departamento Nacional de Planeación, que 
citando a Dercon (2005) y Mosser (1998) llegan a la conclusión que los adolescentes en 
estado de vulnerabilidad por sufrir de uno o más episodios de pobreza o la persistencia de esta, 
toman decisiones de dedicarse a actividades que eviten esas privaciones y con ello el aumento 
en el nivel de riesgo de ser utilizados por organizaciones criminales y/o la comisión de delitos.  
 
Duque & Ospina (2016) en su estudio sobre los significados de la prevención de la 
delincuencia que construyen los profesionales que ejecutan programas de prevención de 
delincuencia juvenil en Pereira, confirman las apreciaciones anteriores, pues partiendo de la 
reflexión sobre la desproporción en las cifras ya referenciadas, se instituye en la comunidad 
reacciones de estrés y tensión, creando contextos de peligro en las calles y generando una 
dinámica particular caracterizada por violencia, procesos de justicia por cuenta propia, 
quebrantamiento de lazos sociales, cambios en las dinámicas familiares, e instauración del 
temor y del silencio como defensa ante la violencia, como consecuencias lógicas de no aplicar 
el ciclo de valores de la justicia restaurativa, la declaración de Leuven y el mismo artículo 518 




en los dos casos analizados; además como indican los autores citados en sus resultados 
hallados: 
 
[…] una noción del sujeto delincuente que da cuenta de un sujeto víctima de las 
condiciones sociales, por lo cual, el profesional excusa y comprende los actos delictivos 
del joven por las situaciones de riesgo que propician el delito y les lleva a ser jóvenes 
delincuentes. 
Puesto que afirman que “la delincuencia es el síntoma de una relación anómala al 
interior de la familia, por la privación afectiva, carencia de recursos y muchas 
limitaciones socioeconómicas” (S3P15R1) y que “los delincuentes son víctimas de un 
sistema, no son victimarios” (S4P23R17), pues en muchos casos “es un niño con una 
cualidad, pero no la conoce nadie, porque no hay mamá, porque no hay papá” 
(S4P25R13), “los jóvenes tienen una expectativa de vida diferente con la delincuencia, 
estos tienen una desesperanza aprendida frente a su estilo de vida y las condiciones de 
vida que no se han correspondido” (S1P1R17) (Duque & Ospina, 2016, p.10-11) 
  
 Así las cosas, la reintegración y la inclusión para devolver a víctimas y delincuentes a la 
sociedad como miembros completos de la misma, capaces de contribuir a ésta se ve 
desbalanceada y la posibilidad de que las partes interesadas en un delito específico participen 
en su resolución se mengua y pierde interés, como efectivamente viene sucediendo en el 
municipio de Pereira. 
  
 Recuérdese también, que el artículo 177 de la Ley 1098 de 2006, modificado por el artículo 
89 de la Ley 1453 de 2011, contempla las sanciones aplicables a los adolescentes a quienes se 
les haya declarado su responsabilidad penal, consistentes en: (i) La amonestación. (ii) La 
imposición de reglas de conducta. (iii) La prestación de servicios a la comunidad (iv) La 
libertad asistida. (v) La internación en medio semi-cerrado. (vi) La privación de libertad en 
centro de atención especializado.; todas bajo el control y supervisión del ICBF, lo que, en 





[…] se evidenció que los adolescentes muestran algún tipo de arrepentimiento cuando 
se trata de delitos contra la vida e integridad, mientras que justifican de alguna manera 
aquellos relacionados contra la propiedad como el hurto. Siendo este último delito el de 
mayor ocurrencia, se puede señalar que es una oportunidad para trabajar en un enfoque 
con mayores elementos de restauración. Así mismo, según la entrevista al experto la 
sanción que normalmente se impone, es la medida de privación de la libertad, con lo 
cual se está haciendo caso omiso a una de las directrices tanto de la justicia restaurativa 
como de referentes internacionales para protección de adolescentes y es utilizar esa 
medida como última opción. Lo anterior evidencia, falta o poca efectividad de las 
sanciones más leves con respecto a desincentivar la conducta delictiva, o también la 
poca relevancia que tienen las demás sanciones a comparación de la privación de la 
libertad. (p.58) 
 
 En el municipio de Pereira, como en el resto del país, solo por citar un estudio sobre las 
sanciones de Patiño & Acero (2014) en el municipio de Manizales, concluyeron que no es 
efectiva la aplicación de las sanciones en el SRPA, en razón a que no dan las garantías básicas 
a la sociedad, frente a la garantía que si se le ofrecen a los menores infractores (p.75), basta 
con observar los actuales lineamientos del modelo de atención para adolescentes y jóvenes en 
conflicto con la ley (ICBF, 2017) donde: 
 
[…] la intervención inicia por reconocer al adolescente o joven como sujeto de 
derechos, emprendiendo acciones para garantizarle el acceso para su restablecimiento y 
empoderarlo para que se asuma como un ser con responsabilidad social, y reconozca las 
consecuencias de las conductas que lo llevaron a vincularse con el SRPA realizando 
acciones para reparar a la familia, su entorno y la víctima. 
Las condiciones para concretar el enfoque restaurativo a través de las prácticas 
pedagógicas considerarán las relaciones educativas, la definición de contenidos 
pertinentes y proyectos trasversales que orienten el aprendizaje al reconocimiento de las 
conductas delictivas, sus implicaciones y las acciones para restaurar los derechos 





 Por su parte Camacho (2015) afirma que con respecto a la restauración de la víctima en 
términos económicos o simbólicos es casi inexistente en la aplicación de las sanciones, pues 
en primer lugar los adolescentes no realizan ningún resarcimiento a la víctima, y en segundo 
lugar no se da por dos razones esenciales: una que el adolescente no es titular de bienes y 
segundo que la familia casi siempre no tiene medios económicos suficientes para responder 
por la reparación (p.58), lo que coincide con los datos obtenidos de los incidentes de 
reparación integral del municipio de Pereira, que terminaron con una indemnización, exigua 
por demás, sin garantía de seguimiento para la no repetición. 
 
 Queda visto que a pesar de los lineamientos jurisprudenciales consignados en Sentencia C-
282 de 2002 de la Honorable Corte Constitucional, con respecto del derecho de las víctimas a 
la verdad en el proceso penal, siguiendo:  
 
[…] una tendencia mundial, que también ha sido recogida en el ámbito nacional por la 
Constitución, según la cual la víctima o perjudicado por un delito no sólo tiene derecho 
a la reparación económica de los perjuicios que se le hayan causado, trátese de delitos 
consumados o tentados, sino que además tiene derecho a que a través del proceso penal 
se establezca la verdad y se haga justicia...;  
 
Esta es de difícil aplicación en el SRPA. 
 
 7.3 EL ROL DE LA VÍCTIMA EN EL SRPA DESDE EL ÁMBITO 
PROCEDIMENTAL EN EL MUNICIPIO DE PEREIRA. 
 
A lo largo del texto se ha establecido que la Ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y la 
Adolescencia), en su libro II contempla el Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes, que describe las garantías procesales que deben brindarse a los adolescentes que 
infringen la Ley penal, en cumplimiento de las normas nacionales e internacionales, al tiempo 
que explicita la responsabilidad del adolescente frente al hecho delictivo, los derechos de las 
víctimas, el modelo de justicia restaurativa y de la finalidad pedagógica del proceso de 





Es por ello que, en este punto de la discusión, se aborda el rol de la víctima en SRPA en el 
municipio de Pereira y su participación en el procedimiento, en especial del incidente de 
reparación integral (objeto de conocimiento), partiendo de los lineamientos institucionales. 
 
7.3.1 La víctima, la noticia criminal en SRPA y registro SIM. 
 
Como ocurre con todo hecho que revista características de delito en Colombia, es la 
Fiscalía General de la Nación como órgano persecutor del Estado y por mandamiento 
constitucional (artículo 250), quien conoce a través del actual sistema penal oral acusatorio 
(en adelante SPOA) la información que alimentan los registros administrativos del SRPA. 
 
Es importante aclarar que, como lo explica el jurista Avella Frano (2007), se distingue dos 
grandes fases en la estructura del proceso penal acusatorio, la investigación y el juico; la 
primera requiere de una sub-fase de indagación producto de la noticia criminal consignada en 
el formato único bajo la sigla FPJ-2. Desde ese mismo momento en que la víctima se acerca a 
las unidades de reacción inmediata o similares, los servidores con funciones de Policía 
Judicial, en aquellos eventos en que la actuación no inició de manera oficiosa, consignan los 
hechos con características de delito y en el apartado: V. DATOS DE LA VICTIMA, se indica 
expresamente que se le a puesto en conocimiento los derechos que le asisten consignados en 
los artículos 11, 136 y 137 del Código de Procedimiento Penal, “en cuanto a la información 
que debe conocer en su calidad de víctima y el derecho a intervenir en todas las fases de la 
actuación penal de conformidad con las reglas señaladas en la norma procesal penal”.(p.3) 
 
Llama la atención entonces que durante esta primera fase se habla solo de suministrar 
información, tal como lo expresa el artículo 136 numeral 4: “Las actuaciones subsiguientes a 
la denuncia y su papel respecto de aquellas”; y entratandose de menores la rigidez en las 
investigaciones y el manejo de la información coarta la participación directa de las víctimas, o 
como lo advierte la Comisión Colombiana de Juristas (2011) en la presentación del libro 
Denegación de justucia y proceso penal, donde afirman: En la práctica, el efectivo acceso a la 




han quedado subordinadas a la buena voluntad de los funcionarios de la Fiscalía General de 
la Nación. Así por ejemplo, invocando la nueva legislación procesal, frecuentemente los 
fiscales niegan el acceso –incluyendo la reproducción- a las carpetas de los casos y la 
evidencia recaudada. (p.7) 
 
Es oportuno también indicar que conforme a la Ley 906 de 2004, la intervención directa de 
las víctimas se reconoce formalmente sólo desde la audiencia preparatoria (art 137, núm. 3), y 
posteriormente en el juicio y en el incidente de reparación. 
 
A contrario sensu, Angulo González (2006), citado en el marco de referencia, afirma que la 
víctima tenía en el modelo retributivo más participación y garantías, puesto que planteaba 
dentro del proceso penal la actividad permanente y privilegiada de la representación de la 
víctima a través de la llamada Parte Civil, sujeto procesal que podía acceder a la actuación 
desde el momento en el cual el funcionario investigador dispusiera la práctica de las 
diligencias previas y hasta el mismo final de dicha actuación procesal, con plenas facultades 
de protagonista principal del proceso, pidiendo pruebas, ejerciendo el derecho de 
contradicción, solicitando embargos y secuestros de bienes, vinculando terceros civilmente 
responsables, y en fin, desarrollando una actividad completa y trascendente en el trámite del 
proceso penal y con la transformación del sistema a justicia restaurativa, bajo los parámetros 
de la justicia transicional se limitan a la víctimas las facultades en virtud de los principios 
restaurativos, ya que la misma busca conciliar al autor del delito con la víctima. 
 
En ese orden de ideas, los principios que rigen el SRPA surgen del contenido del Derecho 
Internacional de los Derechos del Niño y del derecho interno, como quedó establecido en el 
marco teórico, los cuales le dan coherencia, consistencia, unidad e integridad tanto al 
ordenamiento legal en materia de responsabilidad penal de adolescente como a la acción 
judicial, a los que el juez recurre cuando conjuga dos órdenes de naturaleza distinta: el mundo 
de lo abstracto contenido en la norma y el mundo factico o real, vale decir, cuando aplica una 
proposición normativa, considerando que en la formulación de la misma se utiliza un lenguaje 
abierto y muchas veces ambiguo o de cierta vaguedad que no permite fácilmente el concepto o 




La misma dinámica del SRPA descrita en el estado actual, en donde el Ministerio de 
Justicia advierte que para lograr la restauración existen diferentes métodos como la mediación, 
las conferencias familiares, los círculos de sentencia y los paneles de víctimas, como 
ejercicios reparadores en cabeza de los operadores del ICBF; aplican diferentes modalidades, 
y que según la misma entidad, por provenir de diferentes latitudes tienen validez transcultural 
y eficacia para las problemáticas de jóvenes en responsabilidad penal en Colombia, pero que 
en todo caso deben tener un control de la entidad estatal. Pues bien, en las sentencias objeto de 
estudio (Radicado 6601-60-01248-2013-00198 de diciembre 9 de 2013 y Radicado 66001-60-
01248-2014-00702 de febrero 20 de 2015), no se consignan estas dinámicas de participación, 
ni de las familias, ni de la víctima y solo se anuncia la coordinación con el ICBF para el 
seguimiento de la sanción impuesta.  
 
Es así como, el ICBF, cuenta con dos tipos de sistemas de información relacionados con el 
SRPA, los que tienen como unidad de análisis al adolescente y los que se enfocan en los 
servicios de los operadores de las sanciones del SRPA. Los del primer tipo son: (i) el formato 
T-36, (ii) el Reporte de instituciones novedades (conocido como “Valija”) y (iii) el Sistema de 
información misional (SIM). Los del segundo son sistemas para la evaluación de cuatro 
aspectos distintos del cumplimiento de los contratos celebrados entre el ICBF y los operadores 
de las sanciones: Técnico (Formato V-12), legal, administrativo y financiero. (ICBF, 2016). 
 
El SIM Permite registrar, consolidar y consultar la información básica de los niños, niñas y 
adolescentes atendidos en los diferentes servicios de protección que presta el ICBF, orientado 
a acciones de garantía o restablecimiento de derechos y es alimentado sus registros por los 
equipos de Defensoría de Familia según lo establecido en el artículo 77 de la Ley 1098 de 
2006. Recuérdese que éstos, en los procesos estudiados, rinden informe del estudio socio-
familiar, psicológico y cultural del adolescente que termina con una recomendación de 
sanción de la que el juez no se aparta.  
 
Ahora bien, actualmente dentro de los módulos del SIM, uno de los cuales está destinado 
específicamente al SRPA, básicamente establece especificidades propias del enfoque en la de 




las sanciones y su seguimiento deben reportar a dicha base de datos situaciones o eventos que 
pueden llegar a amenazar el desarrollo de la convivencia y las actividades previstas en un 
programa o Centro de Atención Especializada, que puedan poner en riesgo inminente a los 
adolescentes y jóvenes y/o a las personas que se encuentran en este e, incluso, afectar la 
seguridad y el bienestar tanto institucional como del entorno, dentro del Acuerdo de 
Convivencia (ICBF, 2017, p.233). 
 
El SIM, aun no incluye variables de seguimiento y verificación que proteja a la víctima, 
durante o posterior a la imposición de la sanción, como posibles retaliaciones del ofensor y 
que según los Lineamientos del Modelo Atención Adolescente y Jóvenes SRPA (ICBF, 2017) 
sólo se espera, como de todo programa o sistema restaurador, con respecto a la víctima y la 
comunidad, que escuchan al ofensor para entender las razones que tuvo para cometer dicha 
ofensa; y expresamente indica los objetivos con la víctima, así: 
 
 Brindar atención y acompañamiento, respondiendo a sus necesidades y a la ofensa. 
 Colaborar para que el proceso que lleva a cabo con el ofensor, lo vea de manera humana; e 
integrársele de manera segura y voluntaria. 
 Fortalecer su estructura emocional, recuperándole su seguridad y el sentido de control, 
generando recursos emocionales. 
 Promover su papel activo en el proceso restaurativo, facilitando el desarrollo y concreción 
de acuerdos que le permitan su reparación. (p.420). 
 
Estas garantías y participación no se ven reflejadas, ni siquiera enunciadas en las 
sentencias objeto de estudio, quedando la situación pre y post de la sanción durante el proceso 
en manos del ICBF o los representantes legales y/o cuidadores. 
 
Lo que si incluye el SIM, es la garantía del derecho a la educación del ofensor, la 
autoridad administrativa realiza permanente seguimiento a la vinculación del adolescente o 
joven al sistema educativo, para ello, coordina con la Entidad Territorial Certificada en 




MEN, para cumplir su función de asegurar que al adolescente o joven se le preste el servicio 
educativo, conforme lo establece la Sección 8, Subsección 2, del artículo 2.3.3.5.8.2.1., del 
Decreto 2383 de 2015, mediante el cual se reglamenta la prestación del servicio educativo en 
el marco del SRPA.  
 
En ese marco, la coordinación entre la autoridad administrativa y la Entidad Territorial 
Certificada en Educación, deberá realizarse cuando el adolescente ingrese al centro de 
internamiento preventivo, cuando haya sido sancionado con medida privativa o no privativa 
de la libertad y cuando egrese del SRPA.  
 
El municipio de Pereira como en el resto del país, se priorizan las medidas sustitutivas a la 
privación de la libertad, y aunque el esquema procesal en el SRPA guarda similitud con la Ley 
906 de 2004, se diferencia en su finalidad, que lleva a que tanto el proceso como las medidas 
que se tomen son de carácter pedagógico, específico y diferenciado respecto del sistema de 
adultos, conforme a la protección integral propio de la justicia restaurativa; de allí que, 
tratándose de delitos querellables en los que la persecución penal depende de que sea la misma 
víctima quien ponga en conocimiento de las autoridades (artículo 74 Ley 906 de 2004), se 
requiere, como requisito de procesabilidad, intentar llegar a un acuerdo vía conciliación. Si 
hay acuerdo total el proceso penal no se inicia y se archivan las diligencias (Minjusticia, 2015, 
p.102). 
 
En este tipo de casos, conforme a las directrices del Ministerio del Interior mencionada 
anteriormente, se utiliza la figura del mediador, donde el rol de la víctima se resume así: 
 
Con la ayuda de un facilitador capacitado, las partes en conflicto pueden llegar a un 
acuerdo que ayude a ambos a proporcionar un cierre para el incidente. De hecho, el 
facilitador normalmente se reúne con ambas partes antes de una junta cara a cara y 
puede ayudarles a prepararse para este evento. Esto se realiza para asegurarse, entre 
otras cosas, de que la víctima no sea víctima por segunda vez a raíz del encuentro con 
el delincuente y de que el delincuente reconozca la responsabilidad por el incidente y 




En el proceso analizado de Hurto Calificado y Agravado, Radicado 66001-60-01248-
2014-00702, al victimario A.M.M.G se le impuso una sanción de internamiento en medio 
semi-cerrado bajo la modalidad semi-internado en la institución “Nuevo Amanecer” (Licencia 
de funcionamiento bienal 2760 del 14 de octubre de 2016), y a través de conciliación del 
incidente de reparación se estableció el monto pecuniario a cancelar como indemnización a la 
víctima, pero no aparecen ninguno de los elementos antes anotados que asegure la no 
revictimización.  
 
La dificultad observada del sistema es el seguimiento en los compromisos adquiridos por 
el infractor y/o la misma familia, pese a que la reincidencia en proporción al ingreso del SRPA 
es bajo, siendo el caso puntual del municipio de Pereira, según registros del ICBF (ver figura 
1).  
 Figura 1. Consolidado D.J Pereira. 




En últimas, conforme a la filosofía del sistema se busca que la víctima participe 
activamente aportando a la solución del conflicto, medidas justas y viables de reparación y 
asumiendo la responsabilidad de su propia situación actual (ICBF, 2013, p.18), pero bajo la 
premisa de que no se puede relegar a un segundo plano el interés superior del ofensor como 
menor de edad, que debe primar, en cualquier caso, lo que desestimula la participación activa 
de la víctima en la proposición y ayuda en la definición de las formas adecuadas de reparar los 
daños conforme a sus necesidades, como se evidencia desde el punto de vista de solo los 
adolescentes del SRPA, del total de adolescentes en conflicto con la ley donde se han 
sancionado en el 2015 el 56,89% de 842 casos, de los cuales en su mayoría se reintegra al 
hogar con proceso judicial, otros sin proceso judicial y solo 73 casos en Centro de 
Internamiento Preventivo  (ICBF, 2015). 
 
Todo lo anterior, permite entender que la relación víctima, noticia criminal en SRPA y 
registro SIM como parte del procedimiento se ve desbalanceada, donde la víctima no tiene un 
rol protagónico; en primer lugar porque prima el interés superior del menor como ofensor; en 
segundo lugar porque la gente del común no tiene la cultura y/o discernimiento del enfoque 
restaurativo y su participación en el procedimiento se circunscribe a proponer sin ver 
efectivizado sus necesidades de reparación como lo demuestran las cifras anteriores; y 
tercero, porque los lineamientos institucionales y las instituciones mismas aún no 
implementan un control y seguimiento efectivo, dado que el SIM no contempla un registro y 
sistematización que evidencie el efecto reparador del ofensor en cualquiera de los estados 
como reglas de conducta, amonestación, servicios a la comunidad, libertad vigilada o dado de 
alta del SRPA, de allí que, como se ha venido sosteniendo se vigila más a los operadores del 
ICBF contratados, pero en relación a que se respete el interés superior del menor y no el de la 
víctima. 
 
7.3.2 Procedimiento en el SRPA y el rol de la víctima. 
 
La Ley de Infancia y Adolescencia, preceptúa los parámetros bajo los cuales se debe 
realizar el juzgamiento de los adolescentes que incurran en la comisión de conductas de 




parámetros de esta ley, y no bajo los de la ley penal; igualmente estableciendo las diversas 
facultades y mecanismos que posee la víctima para el resarcimiento de sus derechos; aun así, 
su cuerpo normativo no se dedica a establecer con claridad cómo debe efectuarse el incidente 
de reparación integral de las víctimas, razón por la cual se hace un re-direccionamiento a la 
normatividad aplicable que es la ley 906 de 2004. 
 
En el campo de aplicación de la ley penal, los adolescentes han tenido la facultad de tener 
jueces especializados para el tratamiento y procedimientos que ante los mismos se les 
adelante, del mismo modo indicando quienes hacen parte del sistema de responsabilidad penal 
juvenil y según la Judicatura, en la atención integral a los adolescentes existen varias 
entidades que participan en el sistema, entre ellas, el Consejo Superior de la Judicatura  -Sala 
Administrativa-, Jueces Penales de Adolescentes, Fiscalía General de la Nación, Procuraduría 
General de la Nación, Policía de Infancia y Adolescencia, Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar y la  Defensoría del Pueblo. Indicando que el objetivo de la misma es la atención 
integral de los adolescentes, esto quiere decir la salvaguarda de sus derechos constitucionales 
y legales, ya que, por el hecho de ser menores de edad, gozan de una especial protección, la 
cual no los exonera de la responsabilidad que surja por la comisión de los delitos, pero 
tampoco permite imponerle una pena de mayor gravedad, como se advierte en líneas 
anteriores. 
 
Ahora bien, en el Derecho penal la víctima no está excluida del procedimiento aplicado al 
imputado acusado o condenado, como se puede observar en el artículo 137 de la Ley 906 de 
2004, en donde se destaca que, si bien tiene derecho a intervenir en todas las fases de la 
actuación penal, sólo podrán hacerlo a través del fiscal y/o su representante (abogado). En los 
casos estudiados el representante de la víctima solo limita su intervención a anunciar que se 
señale fecha para la audiencia de reparación en razón a los cuantiosos gastos de las lesiones 
personales, y en el caso de hurto calificado y agravado el fiscal advierte que A.M.M.G ya 
tiene otro ingreso al SRPA. 
 
Lo anterior permite demostrar que si bien, las victimas están en la facultad de participar del 




perjuicios, lo cual permite entender que si bien la victima puede hacer parte de la actuación 
penal, conforme al artículo 102 ídem, solo podrá ser reparada mediante el incidente de 
reparación integral, que como ya se ha visto en el caso puntual del municipio de Pereira en el 
periodo 2012 – 2017, sólo llega a 17 casos, terminando la mayoría en desistimiento.. 
 
Está claro que el procedimiento especial en SRPA, descritos en el Libro II de la Ley 1098 
de 2006, que conforme al artículo 144 se rige por las normas de la Ley 906 de 2004, salvo las 
reglas especiales de la misma norma que sean contrarias al interés superior del adolescente, 
sitúa al Defensor de Familia (ICBF) como garante de los derechos del adolescentes dentro del 
sistema de responsabilidad penal para adolescentes, con tendencia acusatoria, y tiene la 
obligación de actuar en la investigación, juzgamiento o la ejecución de la sanción o medida, 
cumpliendo las obligaciones especiales que le impone el legislador como interviniente dentro 
del sistema (artículo 146 Ley 1098 de 2006), todas ellas dentro del marco de la prevención, 
protección, garantía y restablecimiento de derechos, como se observó en los dos casos 
analizados donde el juez termina por seguir la recomendación de éste en la sanción a imponer 
(prestación de servicios sociales a la comunidad, internamiento en medio semi-cerrado 
modalidad semi-internado).  
 
Lo anterior, ubica a la víctima en el marco de la Ley 906 de 2004 en actuación pre-judicial 
(denuncia), investigación judicial y juicio como interviniente especial (sentencia C-209 de 
2007) con una relativa autonomía y como se ha reiterado a lo largo del este escrito, frente a la 
protección del ofensor adolescente menor de edad, rodeado de garantías y restablecimiento de 
derechos, la desproporción es latente, iniciando con la verificación de derechos por parte del 
Defensor de Familia, en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 52 del Código de Infancia 
y Adolescencia. Y es claro que, junto al principio de interés superior del menor, los mandatos 
contenidos en este artículo, serán los faros que iluminen la actuación del Defensor de Familia, 
como se evidencia en las sentencias Radicado 6601-60-01248-2013-00198 de diciembre 9 de 
2013 y Radicado 66001-60-01248-2014-00702 de febrero 20 de 2015.  
 
Por supuesto, cuando se trata de la verificación de la garantía de derechos dentro del 




especial, en lo que tenga que ver con la medida o sanción de carácter judicial de competencia 
del Juez, la que también debe respetar estos mismos mandatos, por lo que para efectos de la 
reparación las intervenciones del Defensor de familia en el sistema le permite, en especial, la 
entrega de un estudio familiar económico, psicológico, social y cultural (Ley 1098 de 2006, 
artículos 157 prohibiciones especiales y 189 imposición de la sanción), que en los casos 
estudiados se reitera las dificultades económicas y familiares de menores vulnerables.   
Sumando los factores y variables descritas, al tipo de sanciones contempladas en el artículo 
177 ídem (amonestación, imposición de reglas de conducta, prestación de servicios a la 
comunidad, libertad asistida, internación en medio semi-cerrado, privación de libertad en 
centro de atención especializado), dentro de los  programas de atención especializados del 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar, ya citados anteriormente en el marco de los 
principios de justicia restaurativa; por lo que, como también ya se ha mencionado, el Incidente 
de Reparación Integral, es una facultad que recae exclusivamente en la voluntad de la víctima 
y en el municipio de Pereira sólo 17 decidieron participar de 1.263 casos en el periodo de 
estudio y de los dos analizados sólo se enfocó en la indemnización (económico-individual) y 
no en la reparación integral con alcance de resarcir lo moral y colectivo.  
 
Por último, advertir que el deber ser, como lo expresa Álvarez (2008) citado por García 
Gomis y otros (2016) es que para la efectivización del SRPA con una intervención 
socioeducativa y social, la judicatura tendría que ser más robusta, con la orientación de un 
mediador desde la misma noticia criminal, que implica la responsabilización del menor, de las 
propias conductas y la búsqueda activa de soluciones reparando a la víctima, y para ello los 
despachos judiciales también deberían contar con un equipo técnico de profesionales en 
psicología, educadores y trabajadores sociales, para tomar las decisiones con respecto al tipo 
de sanción y lo mecanismos restauradores de solución, consolidándose verdaderos procesos 
restauradores y lograr resarcir a las víctimas, lo que aún no existe en los juzgados del 













 En el análisis de la aplicación del elemento reparación en el contexto de la justicia 
restaurativa, propio del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes del municipio de 
Pereira en el período comprendido entre 2012 y 2017, a través de dos casos puntuales - 
Radicado 6601-60-01248-2013-00198 de diciembre 9 de 2013 y Radicado 66001-60-01248-
2014-00702 de febrero 20 de 2015 -, se indagó por los contenidos de la reparación (moral, 
individual y colectiva), encontrando que si bien es cierto dentro de la finalidad del sistema se 
debe garantizar la reparación del daño (Ley 1098 de 2006, artículo 140), tomando medidas, 
bien sea directamente por el menor y/o por quien lo representa legalmente, la realidad es que 
frente al componente moral no se evidencia dicha circunstancia a través del  ‘perdón’ como 
símbolo principal; entre otras razones porque la víctima muto propio no le interesa asumir el 
papel activo en el proceso, reflejado no solo en los dos casos, sino en el bajo número de 
incidentes analizados y de los cuales en su mayoría (8) terminaron con desistimiento. 
 
 Aunado a la desproporción de los casos presentados en el periodo de estudio (1.263 entre 
2012-2017), el análisis de caso y otros estudios realizados en el municipio Significados de la 
prevención de la delincuencia que construyen los profesionales que ejecutan programas de 
prevención de delincuencia juvenil en Pereira. Universidad Católica de Pereira se coincide 
con lo expresado por Duque & Ospina (2016), en cuanto a una desesperanza tanto de la 
víctima como del menor incurso en una conducta punible, al considerar el SRPA que: “los 
delincuentes son víctimas de un sistema, no son victimarios”, y de allí se deduce que tan solo 
las 17 reclamaciones en el periodo de estudio y los dos casos referenciados con incidente de 
reparación integral, terminaron en una indemnización pecuniaria exigua o sin garantía de 
cumplimiento, pasando a ser casi que convidados de piedra en el desarrollo del proceso. 
 
 Es oportuno resaltar otro indicador, y es que, si bien se reportan tres casos de conciliación 




disculpas’, uno de estos – lesiones personales culposas - fue conciliado pecuniariamente, pero 
no se refleja en el texto el verdadero perdón o arrepentimiento, es más, según el acta del 
incidente el progenitor de J.A.Q.M, señor M.Q.V no tiene los recursos económicos para 
cumplir el fallo, lo que abre la posibilidad a la víctima de que reclame a los demás 
corresponsables del menor – Estado y sociedad – (artículo 42 de la Constitución), los 
perjuicios patrimoniales por el daño antijurídico impotable, tal como lo contempla el artículo 
90 de la Carta Superior.  
 
 Una situación similar se evidencia con el componente de reparación individual, toda vez 
que el SRPA (artículo 170 del Código de Infancia y Adolescencia) advierte que el adolescente 
condenado y su representante legal son los llamados a responder por los montos establecidos o 
conciliados, encontrando que al ser menores en estado de vulnerabilidad es prácticamente 
ausente la indemnización, mucho más cuando la tipología de delito con mayor incidencia en el 
municipio de Pereira fue el hurto con un 31%, seguido de las lesiones personales con un 28% 
de 1.263; al confrontar las reparaciones en el caso de hurto calificado y agravado estudiado, se 
encuentra que además de exigua ($400.000 en cuotas de $100.000 mensual) en cabeza del 
victimario A.M.M.G y su abuela, sólo se circunscribe al aspecto indemnizatorio, sin asomo de 
las demás garantías para la víctima, corroborando la hipótesis planteada en el inicio del trabajo 
de investigación.  
 
 Se concluye además, que el elemento de reparación colectiva a la luz de lo previsto por la 
Corte Constitucional (Sentencia C-839 de 2013) obtenida a través de medidas de satisfacción 
y carácter simbólico o de medidas que se proyecten a la comunidad, aún dista de ser aceptadas 
por el colectivo social del municipio de Pereira, reflejada en la exigua participación de la 
sociedad, incluyendo las mismas víctimas, en la dinámica de la resolución de conflictos, cuyo 
origen está en la misma norma, entre otros por la reserva (Ley 1098 de 2006, artículos 75, 81, 
153 y 159) que protege el interés superior del menor y la garantía de sus derechos 
constitucionales fundamentales a la intimidad y dignidad; lo que en últimas se traduce en 
resistencia de una política criminal paternalista y asistencialista de modelos protectores y 
tutelares, en el marco de la acción penal y que vistos los índices de reincidencia suman 480 




   
Seguidamente al identificar la trascendencia de la reparación en el contexto restaurativo 
propio del SRPA, se pudo establecer que como bien lo indica el ICBF (2017) en los actuales 
lineamientos del modelo de atención para adolescentes y jóvenes en conflicto con la ley, la 
intervención inicia por reconocer al adolescente o joven como sujeto de derechos, 
emprendiendo acciones para garantizarle el acceso para su restablecimiento, pero que como lo 
afirma Camacho (2015), la restauración no se ve reflejado en la víctima, ni en términos 
económicos o simbólicos, como se evidenció en el municipio de Pereira a través de los dos 
casos analizados, la desproporción en las cifras (1.263 casos vs 17 incidentes de reparación) 
en el periodo de estudio, es decir, prácticamente inexistente en la aplicación de las sanciones, 
donde el adolescente no es titular de bienes y segundo que la familia casi siempre no tiene 
medios económicos suficientes para responder por la reparación, lo que confirma nuevamente 
la hipótesis inicial de que la justicia restaurativa y su elemento de reparación a las víctimas 
aplicado en el sistema de responsabilidad penal para adolescentes ha resultado inoperante en 
el municipio de Pereira para el periodo comprendido entre 2012 y 1015. 
 
 Pero no solo desde lo sustancial se pudo confirmar dicha hipótesis, pues al establecer el rol 
de la víctima en el SRPA desde el ámbito procedimental, se evidenció que pese a que la Ley 
1098 de 2006 contempla una remisión normativa a la Ley 906 de 2004, para indicar que la 
víctima no está excluida del procedimiento aplicado al imputado, acusado o condenado 
(artículo 137), en últimas se queda solo como denunciante – informante, y su participación a 
través del fiscal y/o su representante (abogado), se ve marginada, pues solo podrá ser reparada 
mediante el incidente de reparación integral, que como se observó en los dos casos analizados 
– lesiones personales culposas y hurto calificado y agravado – no se aplican las fases 
recomendadas por los instrumentos nacionales e internacionales (Lineamientos ICBF, 
Declaración de Leuven, PFI: encuentro, reparación, reintegración, inclusión) donde la víctima 
juega un papel importante, además de una falta de política clara que permita un SIM eficiente 
articulado con la judicatura; en últimas, todos ellos fuera de la participación de la víctima en 









Está claro que la política criminal del Estado para con los adolescentes que se encuentran 
en conflictos con la Ley penal es bien intencionada y acorde con la Constitución Política de 
1991; al proteger el interés superior del menor y propender por la recuperación de este sector 
de la población, en su mayoría en condiciones de vulnerabilidad socio-económica y familiar; 
pero también lo es, que aún los mecanismos de justicia restaurativa aplicables a través de la 
judicatura y los intervinientes garantes como el ICBF no evidencian garantías de reparación 
integral a las víctimas, sobre todo en las garantías de no repetición que es lo que más preocupa 
al colectivo de la sociedad; de allí, que las recomendaciones estén orientadas a la 
implementación de un control y seguimiento en el funcionamiento del programa de sanciones, 
para que estas sean efectivas y que el infractor sienta realmente que su conducta es 
reprochable. 
 
En consecuencia, se deben agudizar los controles a la contratación y/o licencias – permisos 
otorgados a los centros de resocialización para los adolescentes en conflicto con la Ley penal 
contratados por el ICBF en el municipio de Pereira, pues como operadores tienen la 
responsabilidad de evaluar los resultados de sus intervenciones. 
 
Además, deben evaluarse las sanciones de amonestación, imposición de reglas de conducta, 
prestación de servicios a la comunidad y libertad asistida para incorporar reglas claras de 
seguimiento y control, involucrando no solo el ICBF, sino también un modelo 
complementario de veeduría ciudadana a cargo de la administración municipal, con redes de 
apoyo que unan esfuerzos en la ejecución del seguimiento de las sanciones, incluso desde el 
sector educativo con capacidad sistematizada para reportar en línea a través de la plataforma 
SIM del ICBF. 
 
No sobra advertir que siendo una situación coyuntural que presenta diversas variables en 
los orígenes de la criminalidad a tempranas edades; parafraseando una idea de cajón, la 




a la integración de los adolescentes a un entorno social de legalidad, resulta un factor 
preponderante para que la justicia restaurativa gane espacio en la percepción social y con ello 
aumente la participación de las víctimas y todo el conglomerado en la solución de una 
problemática latente en Colombia. 
 
Es oportuno indicar que la judicatura debe invertir más recursos económicos y humanos 
para fortalecer equipos multidisciplinares que permitan no solo sugerir la sanción a imponer, 
como hasta ahora se evidencia, sino participar más activamente en el seguimiento de las 
reincidencias, enlazados con el SIM, y que, si bien la información guarda reserva por tratarse 
de menores de edad, se establezcan protocolos que garantice a unos y otros el uso adecuado de 
dicha información. 
 
Indiscutiblemente, deben generarse espacios de capacitación continua a Instituciones 
Educativas (mejorar manuales de convivencia), casas de justicia, inspecciones municipales, 
comisarías de familia y demás organizaciones que tengan relación directa o indirecta con 
menores de edad, sobre los estándares internacionales y nacionales en el manejo de los 
principios de los programas restaurativos, aplicables desde el más mínimo conflicto que pueda 
surgir en la convivencia, porque se basa en valores clave (encuentro, reparación, reintegración 
e inclusión), mismos que crean oportunidades de dialogo, comprensión del actuar inadecuado, 
resolución de diferencias, y sobre todo la posibilidad de que las partes interesadas participen 
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